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OGAS Carta del Decano 

Ca1rfra1 dlell Deca1no 
Queridos compañeros: 

El cambio de sig lo parece haberse 
adelantado a este año. Como si la discu­
sión que surgió en cuanto a su momento 
exacto hubiese cobrado vida, el cambio 
de muchas estructuras va a producirse o 
se ha producido en el año 2000 sin es­
perar la llegada del año l. Y la Abogacía 
no iba a quedar fuera de ese escenario . 

Por Real Decreto Ley 6/00 de 23 
de junio, el Gobierno decidió poner fin a 
las habilitaciones, de modo que ahora 
puede ejercerse en cualquier luga r del 
territorio español estando de alta en uno 
de los 83 Colegios de Abogados de Es­
paña . La medida merece la bienvenida 
de nuestro colectivo, por cuanto era algo 
que se deseaba para la profesión, y aspi­
rábamos a poder ejercer en cualquier 
lugar sin lo que se dio en llamar "pago 
de peajes" . Los propios órganos de la 
Abogacía iban a abordar ese tema de las 
habilitaciones unos días después de la 
aparición del texto normativo en el B.O.E. 

Ahora bien, como suele decirse 
coloquialmente ... no son maneras . No 
es lógico que se apruebe y promulgue un 
plumazo como ése en un viernes para 
que entre en vigor un lunes. No es normal. 
No es admisible. Los Colegios de Aboga­
dos, instituciones de derecho público, 
pero sostenidas con dinero privado - salvo 
excepciones que no son sino correspon­
dientes a servicios prestados a la sociedad, 
y a unos bajos precios de los que incan­
sablemente se viene pidiendo su revis ión, 
han venido sirviendo a la sociedad espa­
ñola de modo, al menos, d igno de reco­
nocim iento. Y no merecían ni les corres­
pondía como Corporaciones de derecho 
público recibir así un norma que en mitad 
de un ejercicio les de jase sin una cuantiosa 
parte de sus ingresos. El Derecho no actúa 
así en estos casos, sino que suele estable­
cerse algún régimen transitorio. Es inima­
ginable que a un ente público se le diga 
a mitad de año que ingresos previstos no 
le llegarán . 

En cualquier caso, el año 2000 es 
así. Al mal tiempo buena cara y a grandes 
males grandes remedios. Esto nos lleva rá 
a reconsiderar nuestro presupuesto y ajus­
tarlo para el año próximo. Habremos de 
pagar más cuota los colegiados, pero 

también habremos de tomar medidas para 
que nuestros gastos destinados a aquellos 
servicios públicos sean en jugados por los 
presupuestos públicos. Parece lógico y lo 
es . 

También la fecha del l de Octubre 
de 2000 es la de entrada en vigor del 
nuevo Código Deontológico de la Abo­
gacía Española. Era necesario renovar el 
marco ético de nuestra profesión. Com­
portamientos que otros eran -o parecía­
rechazables hoy han sido asumidos y 
nuevas instituciones y actuaciones han 
aflorado y obligan a su reconocimiento. 
La inspiración es de la Abogacía Europea; 
la concreción del Consejo General de la 
Abogacía Española. Las novedades mu­
chas: ven ia, cuota litis, publicidad, com­
petencia desleal, tenencia de fondos 
ajenos . .. Un marco moderno para ejerce1 
nuestra profesión y, como siempre, algc 
muy importante: un marco que hemo! 
diseñado nosotros mismos, autonormán­
donos y obligándonos a cumplirlo, pues 
esta profesión establece para sí misma su 
ética y sus mínimos. Es importante y her­
moso poder hacerlo así. 

No puedo terminar sin referirme a 
la problemática, de todos conocida, sur­
gida como consecuencia de la apl icación 
de la Ley de Extranjería, que está haciendo 
llegar a nuestro Colegio un considerable 
número de inmigrantes en solicitud de la 
asistencia letrada a que tiene derecho en 
procedimientos administrativos y conten­
cioso-administrativos, lo que ha hecho 
que el Colegio haya tomado las medidas 
a su alcance para .prestar de modo ade­
cuado los servicios de Asistencia Letrada 
y Turno de Oficio, realizando as imismo 
las gestiones precisas para que la Admi­
nistración asumo el coste que le corres­
ponde. 

No creo que haga falta más por 
ahora. Pero, si os parece, podría recorda­
ros la entrada en vigor de la Ley de Enjui­
ciam iento C ivil y de la Ley Orgánica Re­
guladora de la Responsabilidad Penal de 
los Menores. No está mal para el famoso 
año 2000. 

Un fuerte abrazo. 

José Arturo Pérez Moreno 
DECANO 
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TOGAS Conversación con el limo. Sr. D.luis Columna 

De lla1 conve~sa1ciión mlalnteniidlal,/ con ell llllmo., Sr., D" 

luiis Collumna1,/ com~o Deca1no die los Jueces 

Almer~enses, entresale<Jmos los siguiientes póm:lfos. 

Sr. D. Luis Columna 
DECANO DE LOS JUECES ALMERIENSES 

1 .- Si a tres meses de la entrada en 
funcionamiento de la nueva LEC, apre­
cia la suficiente coordinación entre 
las Administraciones para poder afron­
tar con un mínimo de garantía su 
cumplimiento, es decir, si puede cons­
·tatarse la existencia de dotaciones 
presupuestarias, la contratación de 
personal, la preparación de instala­
ciones, etc.-

Lo nueva LEC, antes de su entrada en 
vigor, ha recibido muchas críticas de todos 
los sectores que nos veremos implicados 
en su aplicación, pero como tal Ley Pro­
cesal, creo que será uno vez que comen­
cemos su aplicación cua ndo podremos 
observar y determinar sus virtudes y de­
fectos. 

Ta l y como está configurada en general 
la Ley, entiendo que esos mocrojuzgodos 
de 9 funcionarios, 1 Secretario y 1 Juez, 
no van o ser operativos, pues desaprove­
charemos el traba jo que podrían real izar 
alg u nos de estos fun c ionarios . 
Paro lo mejor ap licación de esta Ley de­
beríamos crear juzgados con poco número 

de funcionarios, pues la gran parte del 
traba jo a desarrollar va a recaer, si se 
cumple lo que determino la Ley, en Juez 
y Secretario. 

De esta problemática que se va a producir 
ya se ha dado cuenta al Consejo General 
del Poder Judicial, reduciendo de forma 
considerable los módulos de trabajo que 
debe soportm un Juzgado de Primera 
Instancia . 

El resultado de esto reflexión , no puede 
ser otro, que en un plazo muy corto será 
preciso la creoción de un número consi­
derable de nuevos Juzgados de Primera 
Instancia. 

En el coso, de que la Jurisdicción se 
dividiese en Almerío como parece que va 
a ocurrir, creo que además de los seis de 
Pri mera Instancio que se van a quedar, 
sería preciso crear dos más. 

En el aspecto de las instalaciones creo 
que no va a hober problemas, pues tene­
mos sa las suficientes paro la realización 
de ju icios civi lles y prácticas de pruebas. 

2.- Cuantos asuntos civiles se han 
tramitado por término medio en los 
Juzgados de 1 a Instancia de Almerío 
capital , en estos últimos años, 1 . 999 
y 2.000 y cuantos asuntos civiles se 
tienen previ sto poder afrontar por 
cada Juzgado, teniendo en cuento las 
nuevas norm•as rituales, con aplicación 
estricta del principio de inmediación 
judicial, etc.-
En los últimos cinco años, el número de 
asuntos civiles que se ha registrado en el 
Decanato ha variado muy poco, y siempre 
ha oscilado alrededor de los 4.000 anua­
les. 
Si bien, quizá por la bonanza económica 
de la que gozamos en los últimos años, 
se han reducido en mucho los Juicios 

Ejecutivos, -paro mí de sencillo resolución­
' y van aumentando los declarativos, de 
más comp leja resolución . 

El C.G.P.J. ha establecido para los Juzga­
dos de Pri mera Instancio e Instrucción un 
número máximo de entrada de 380 asun­
tos civiles, y si se trata de Juzgados de 
Primera Instancia únicamente el número 
máximo de entrada es de 720 asuntos 
civi les por año. 

3.- Si se ha previsto la adecuación 
de los actuales horarios laborales de 
los funcionarios y personal auxiliar de 
la Administración de Justicia, para 
atender el trabajo en el horario hábil 
que prevé la nueva LEC. (art. 130), 
o sea desde las OCHO de la mañana 
hasta las OCHO o las DIEZ de lo 
noche, teniendo en cuenta que el 
horario legal de los funcionarios pú­
blicos son 37' 5 horas a la semana. 
¿se ha hablado o se está hablando 
con los sindicatos? 

En el aspecto del horario no va o existir 
ningún problema, al contrario, lo propio 
Ley mejora algunos aspectos, como ocurre 
en lo referen te a la presentación de los 
escritos de los llamados de plazo, los 
cua les podrán presentarse hasta las 15 
horas del día hábil siguiente al del venci ­
miento, con lo que definitivamente cerro­
remos el buzón el 9 de Enero del próximo 
año. 
Que el artículo 130 disponga que son 
horas hábiles hasta los ocho de la noche, 
no significa que el Juzgado Civil tengo 
que estar abierto hasta esa hora, por lo 
que como ya indique no puede existir 
problema alguno con los funcionarios. 
Si ocaso, de forma urgente, fuese preciso 
la actuación de algún func ionario en 
horario de tarde, sus propios reg lamentos 
yo tienen establecido como se le compu­
tará el tiempo que trabajen . 
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4.- Si se ha previsto la contratación de nuevo personal 
o el reciclaje del actual, para atender los nuevas exige,ncias 
técnicas de la NLEC (Técnicos de grabación, de vídeo) . 

Hasta el momento presente, oficialmente no tenemos noticias 
de que como se van a llevar a cabo esas nuevas técnicas de 
grabación que prevé la LEC. 

En principio, será la Administración que tenga atribuidos las 
competencias en materia de Justicia, la que determinarón en 
cada territorio los medios de grabación que va a utilizar. 

Extraoficia lmente, se me ha comunicado que inicia lmente, la 
Comunidad Autónoma Andaluza solo instalará medios de 
grabación del sonido en las salas de vistas. 

5.- Si asimismo se está atendiendo a las exigenci<Js de 
espacio y de medios técnicos que derivan de la aplie~Jción 
de la NLEC. (arts. 147, 187, etc.) y en que forma se tiene 
previsto atenderlas. 

En concreto que nos puede explicar en cuanto a la atención 
de previsiones como las del : 

a.- Art. 366, para separación y aislamiento testigos. 
b.- Art. 382, medios técnicos: Cámaras de V1ídeo, 
reproductores, TV , CD., Cassettes técnicos para copias, 
etc. 
c.- Modelos impresos, de demandas (P. Monitorios) etc. 

A nivel de Tribunal Superior de Justicia hace pocos días se 
dirigieron al Decanato para que informásemos sobre las Salas 
de Vistas de las que podrán disponer los Juzgados Civiles. 

Conversación con el limo. Sr. D. Luis Columna 

están siendo suficientes y adecuados para garantizar el 
normal cumplimiento de la NLEC. 

A nivel de Magistrados, ya se han impartido con ámbito nacional 
algunos cursos. 
Probablemente se impartan cursos a nivel provincial en este 
último trimestre, pero no hay aún fechas ni contenido de estos 
cursos. 

Por lo que se refiere a funcionarios no tengo noticias de que 
antes de entrar en funcionamiento la Ley se vayan a celebrar 
cursos sobre la LEC. 

8.- ¿Qué opina de la Ley del Menor? 

Yo entendía, que el Código Pena l de 1. 995 recogía como 
aspecto más significativo el modificar la edad penal, trasladán­
dola de los 16 a los 1 8 años. Esto parece que no ha sido el 
sentir del legislador, que ha tardado casi cinco años en promulgar 
la Ley de Reforma de Menores. 

Tan importante es que un menor de 18 años que sometido a 
los Juzgados de menores, donde verdaderamente se pueden 
adoptar medidas de carácter educativo en esta importantísima 
época de formación de la persona lidad del menor, que la 
entrada en vigor de la Ley ya no se puede demorar mas como 
pretende algunas Administraciones Autonómicas . 

En el Decanato hemos estudiado a todos los delincuentes que 
cometieron delitos y faltas durante un año, y hemos encontrado 
que sólo el 4'9% de los delincuentes tienen entre 16 y 18 años 
cuando comenten el hecho delictivo, lo que nos lleva a considerar 
que el aumento del volumen de trabajo que deberían soportar 
los juzgados de Menores sería mínimo. 
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lA lEY ORGANIICA REGUlADORA 
DE lA RESPONSABIIliiDAD PENAl DE 
lOS MENORES __ -,-_ __ _ 
~ Fátima Pérez Ferrer 
,. Licenciada en Derecho 

[1] LANDROVE DIAZ, Gcrardo. La Ley 

Orgánica reguladora de la respon>abilidad 

penal de los menores. L1 Ley. 26 de j unio de 

2000. 
[2] LANDROYE DIAZ, Gerardo. Marco 

opcralivo de la Ley Orgánica reguladora de 

la responsabilidad penal de los menores. La 

Ley, 27 ele junio de 2000. 

Después de numerosos borrado­
res, anteproyectos y proyectos de ley ela­
borados en los últimos tiempos en España, 

tiene lugar lo promu lgación de la Ley 
5/ 2000 de 12 de enero reguladora de lo 
responsabi lidad pena l de los menores 
(LRPM) que troto de ofrecer un modelo 
"inspirado en lo legislación penal juveni l 
de nuestro entorno"[1]; ero uno necesidad 
impuesto por lo establecido en lo Ley de 
S de julio de 1992, reformadora de lo 
competencia y el procedimiento de los 
juzgados de menores en lo moción apro­
bado por el Congreso de los Diputados 
de 1 O de moyo de 1 994 y en el ort. 1 9 
del vigente Código Penal. 

Es justo reconocer que nuestro Consti­
tución no establece los bases de un Dere­
cho Penal de menores ni un modelo polí­
tico-criminal concreto; tampoco contiene 
disposición alguna relativa al fundamento 
y finalidad de la intervención estatal como 

respuesta concreta a los infracciones ju­
veniles; forma lmente la Ley configura una 
responsabilidad jurídico y un procedimiento 
donde lo indeterminación de lo medido 
o imponer en re lación con el delito es 
muy alto, quedando en lo mayor porte de 
los ocasiones a discreción del Juez. 

En cuanto o los principios gene­
roles de esto Ley orgánica, cabe destacar 
en primer lugar, que lo responsabilidad 
penal de los menores presento uno pro­
nunciado intervención de carácter educa­
tivo que transciende o todos los ámbitos 
de su regulación jurídico y su preocupación 
por el respeto de los gorontios y derechos 
fundamenta les. En segundo lugar, se es­
tablece un límite mínimo de lo imputabi­
lidad o capacidad de culpabi lidad (1 4 
años)[2] o partir del cual se puede exigir 
esto responsabilidad, y se entiende que 
las infracciones cometidas por niños que 

no alcancen esta edad carecen de rele­
vancia desde el punto de vista penal, y 
que en casos puntuales en que puedan 
producir cierto a la rma socia l, puedan 
obtener respuesto sin necesidad de recurrir 
al aparato judicial sancionador del Estado 
(Ce y demás disposiciones vigentes). 

Se pretende lo consecución de 
un sistema de gorontios, sin obstaculiza r 
los criterios educativos y de valoración del 
interés del menor y flexibilizando el prin­
cipio de intervención mínimo; se reconoce 
que lo Ley tiene naturaleza sancionadora 
al exigir responsabil idad jurídica a los 
menores infractores referido a la comisión 
de hechos tipificados como delitos o fa ltas 
en el Código Penal o en lo legislación 
penal especial, rechazando otros finalida­
des fundamentales del derecho penal de 
adul tos. Como consecuencia de lo afir­
mación anterior, se manifiesta lo existencia 
de medidas sancionadoras educativos, 
pero no de penos; así, en el ort. 7.3 se 
insto o atender o factores como lo edad, 
los circunstancias famil iares y sociales, la 
personal idad y el interés del menor, pero 
también la valoración jurídico de los he­
chos. 

Tenemos por tanto, dos sistemas 
sancionadores, con principios diferentes, 
y con consecuencias pe rsona les radical­
mente distintas poro los afectados por 
ellos . Uno de cará cter penal poro los 
mayores de 18 años, en el que rige el 
principio de legalidad, y en el que lo 
privación de libertad es el resultado de la 
mayoría de los delitos, y otro de índole 
fundamentalmente educativo para los 
menores de eso edad, en el que rige en 
gran medido el principio de oportunidad, 
donde lo privación de libertad es uno 
medido excepcional, y cuyo criterio inspi­
rador es lo salvaguardo del superior interés 
del menor. 
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Así, según el artículo 4 de la citado LRPM, el juez 

de instrucción podrá decidir que se aplique la legislación de 

menores o los personas mayores de 18 años y menores de 

21 años siempre que se den dos circunstancias: l) que el 

imputado hoya cometido una falta o un delito menos grave 

sin violencia o intimidación en los personas, ni grave peligro 

de lo vida o integridad físico de los mismos y 2) que no hoyo 

sido condenado en sentencia firme por hechos delictivos 

cometidos uno vez cumplidos los 18 años de edad; la diferencia 

de trato para los jóvenes que cometan uno de estos de litos 

puede tener un fundamento razonable, al ser mayor el reproche 

social y también mayor lo valoración del bien jurídico protegido 

al que se ataca. En estos cosos, el Juez de instrucción puede 

evitar que contra los jóvenes citados se ejerciten acciones 

penales de adultos, sometiéndolos a lo legislación de menores. 

Entre algunas cuestiones prácticos suscitados, se 

aluden al muy probable aumento de la litigiosidod que se 

ocasiona rá alrededor de su aplicación, ya que lo legislación 

juveni l únicamente ocasiono la aplicación de una med ida 

que generalmente no será excesivamente gravosa, y no implica 

ni antecedentes penales, ni responsabi lidad civil con efectos 

de coso juzgado, ni grave estima social. Será únicamente lo 

próximo aplicación efectivo de la Ley y la jurisprudencia que 

vaya surgiendo de los TSJ y del TS, así como la doctrina del 

TC, las que vayan despejando los reparos de constitucionalidad 

y las dudas en lo aplicación práctica de este novedoso 

tratam iento lega l para los jóvenes mayores de 18 años[3]. 

La denominado competencia judicial en el artículo 

44 supone que la ejecución de los medidas previstos en la 

Ley se realizará bajo el control del Juez de Menores que haya 

dictado la sentencio correspondiente, el cual resolverá por 

auto motivado. Oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor 

y la representación de lo entidad pública que ejecute aquel la, 

sobre los incidencias que se puedan producir durante su 

transcurso; lo ejecución de éstas se e jercerá a través de un 

amplio elenco de funciones que reproducen en líneas generales 

las atribuidas a los Jueces de Vigilancia Penitenciario en al 

artículo 7 6 de lo LOGP (resolver los propuestas de revisión 

de los medidas, aprobar los programas de ejecución, resolución 

de recursos ... ). 

La Ley prevé que corresponde el Ministerio Fiscol[4] 

la función de defensa de los derechos de los menores; o este 

fin, practicará y vigi lará las actuaciones que deban real izarse 

en su interés (artículo 6) y adoptará una posición supraordenada 

a los distintos intereses presentes en esta materia. En el trámite 

de remisión del expediente al Juez de Menores, el Fiscal 

calif icará y ped irá prueba pa ro lo defensa de su interés 

procesal, y además podrá proponer lo partición en la audiencia 

de personas o representantes de instituciones públicas o 

privadas que puedan aportar al proceso elementos volorotivos 

del interés del menor (artícu lo 30). Es decir, que al margen 

de lo defensa que puedo ejercitar el menor, el Fiscal propondrá 

demás de su acusatorio, lo que favorezca el interés del menor, 

lo cual en la mayo ría de los supuestos resulto ontiético . 

Para f inaliza r, el sistema de recursos previsto en la 

Ley cabe calificarlo cuanto menos de complejo; en primer 

lugar debe ponerse de manifiesto que atribuyéndose al Fiscal 

la instrucción del procedimiento, éste deberá pronunciarse 

sobre distintas cuestiones que afectan al menor o al perjudicado 

que se hubiere personado; en segundo lugar, el mismo sistema 

de recursos o rdinarios contra las resoluciones del Juez de 

Menores adolece de falto de sistemoticidod, dando lugar a 

una regulación confuso. 

Desde su publ icación, son muchas las opiniones que 

se han vertido sobre la dificultad, complejidad y las necesidades 

económicas que lo aplicación de esto Ley llevará consigo; se 

ha llegado a solicita r, desde algunos Comunidades Autónomos 

[S]que se demore la entrado en vigor de esto Ley, poro poder 

adaptarse a los exigencias que la ejecución de la misma 

impl ica. Con estos datos, y sabiendo -porque así lo reflejan 

los estudios estadísticos rea li zados- que los delitos mas 

cometid os por estos jóvenes son robos, hurtos, y lesiones, 

será los med idos alternativos o los privativos de libertad los 

que se impongan, en concreto, libertad vig i lada y servicios 

en beneficio de la comun idad, y sólo en situaciones excep­

cionales (empleo de la violencia), se adopta rá la medida de 

internamiento en un centro. 

Fdo. Fótima Pérez Ferrer. 

Licenciada en Derecho. 

[3] GOMEZ IIEG/0. Fernando. L11 ap/icacidn de la nueva Ley de Respomahilidad Penal de lo.•· Menores a losj6•·enes maynrt•s de lwios. i\('1/Wiidad ./urfdim Arun:.udi. 4 de mayo de 2000. 

14J RICHA IW iJUN'IALEZ, Mwtud . Eln11e•·o Proceso de Menol'eS. ú:l Ley, 28 de junio de 2000. 
[SJ COLUMNA. L11i.1· . ./ue:. Decano de Al meda. Res¡JOnsabi/idad Penal de menores. (En¡>r<'/1.\'a: La Vu: de Almería. Agosro. 2000. 
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- SALA de TOGAS Los Derechos Fundamentales 

PRIINCIIPALES ASPECTOS DE 
LOS DERECHOS !FUNDAMENTALES 
CONCEPTO, CARACTERES Y LIMITES 

..... Juan Antonio Gonzalez Cruz 
,. Colegiado núm. 2309 

Es incuestionable que los derechos 
humanos tienen hoy uno total aceptación e 
igualmente disfrutan de un reconocimiento 
universal, otorgándoseles además uno pri­
macía respecto de cualesquier otro derecho 
de los que pueda ostentar el sujeto. 

El reconocimiento universa l de estos 
derechos fundamentales queda hoy reflejado 
en las Constituciones de todos los países 
que los amparan y los reconocen. Pero antes 
de profundizar en estos derechos hoy reco­
nocidos y amparados en normas positivas 
resulta imprescindible dar un concepto de 
los mismos . 

Cuando hablamos de derechos 
humanos, hablamos en primer lugar de una 
serie de derechos de los que el hombre es 
poseedor, no por concesión de las normas 
positivas, sino con anterioridad e indepen­

dientemente de el las . 
En segundo lugar cuando habla­

mos de derechos fundamentales hocemos 
alusión a unos derechos de los cua les el 
hom bre es titu lar por el mero hecho de ser 
hombre, y no por otra circunstancia. Es decir 
son derechos que participan de la naturaleza 
humana, y por ello sólo el hombre puede 
ser su jeto activo de los mismos. 

De todo esto se desprende uno 
consecuencia, y es que tales derechos serán 
poseídos por todo hombre cua lquiera que 
sea su edad, condición, rozo, sexo, o 
religión ... etc. Dichos derechos se encuentran 
por encima de cualquier tipo de circunstancia 
discriminatoria. 

Algunos autores, al definir estos 
derechos, añaden el dato de que el ejercicio 
de los mismos no puede ser limitado por el 
poder, sino que al contra rio éste está obli­
gado a reconocerlos y garantizarlos. Esta 
exigencia de respeto a los drechos funda­
mentales por porte de los tres poderes (le­
gislativo, e jecutivo y judicial) es más que 
una nota esencial de los mismos, una con­
secue ncio inevi tab le de su carácter 
"fundamental". 

En cuanto a la terminología utiliza­
do poro designar estos derechos, aunque 
lo cierto es que resulto muy variado, no 
resulta tampoco menos cierto que es esta 
una cuestión intrascendente en la que úni­
ca mente entrarán en su estudio aq uel los 

· incansables estudiosos de la terminología 
jurídica. Y decimos esto porque cualquier 
terminología empleado es aceptable, y todas 
redundan en lo mismo. 

Así, con frecuencia se les llama 
"derechos de l hombre", "derechos 
humanos", "derechos de la perso no 
humana". También se habla en alguna oca­
sión de "derechos natura les", término con 
el que se a lude o su fundamento en la 
naturaleza humana, y de "derechos 
fundamenta les" con la intención de remarcar 
el hecho de afectar o los dimensiones más 
básicas del ser humano. 

De todas las designaciones dadas, 
la más oficia l por deci rlo de alguna manera 
es la que habla d e "dere c hos 
fundamentales" en cuanto que es la formula 
utilizada por la Úlrto de las Naciones Unidos 
de 1. 945. Por lo que a nuestro Constitución 
respecta la expresión utilizada es la de 
"derechos fundamentales", hablando tam ­
bién " libertades públicas" . 

Los derechos fundamentales como 
derechos que son, tienen uno final idad, es 
decir se ostentan para algo. Esta condición 
teológica de los derechos humanos es la 
que diferencio de los demás derechos sub­
jetivos. Así, mientras los demás derechos 
subjetivos se ejercen siempre entre particu­
lares, los derechos fundamentales se ejercitan 
siempre, salvo raras excepciones, frente a l 
Estado u otros entes de carácter público 
cuando el t itular estima que una concreta 
actuación del poder lesiona o limita aquel los 
derechos o las libertades a la s que los 
mismos se refieren . 

El ejerc icio de los derechos huma­
nos es ante todo un acto de defensa ante 
intromisiones del poder en la esfera de las 
libertades del individuo. Con los derechos fun-
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do mentoles, se reconocen por tonto al hom­

bre uno serie de derechos ejercitobles frente 

al Estado, y en el seno de los cuales el 

individuo no puede ser importunado bajo 

ningún concepto puesto que no hoy que 

olvidar que estamos hablando de uno serie 

de cual idades inmanentes al ser humano. 

Los derechos humanos, preciso­

mente por su carácter de fundamentales 

presentan unos característicos que los dife­

rencian de los demás derehos subjetivos. En 

concreto se caracterizan por el hecho de 

ser: 

- imprescriptibles 

- inal ienables 

- irrenunciables 

- universales 

En primer lugar se dicen que son 

imprescriptibles . Esto quiere decir que 

su existencia, su aplicación y su vigencia no 

dependen del factor "tiempo". Por tanto lo 

consecuencia de esto primero característico 

de los derechos humanos es que éstos ni se 

adquieren ni se pierden por el simple trans­

curso del tiempo, sino que todo hombre los 

posee desde que nace, hasta que muere. 

Son inal ienables e irrenuncia ­

bles. Son inalienables porque no son dispo­

nibles por su titular. Esto indisponibilidod le 

viene por el hecho de que los mismos le son 

inherentes, y por tonto ni se pueden transferir, 

ni ser despojado de ellos, y mucho menos 

comerciar con ellos. Por otro lodo son irre­

nunciables, porque el titu lar de los mismos 

podrá o no ejercitarlos, pero lo que en 

absol uto puede hacer es renunciar o sus 

derechos fundamentales. 

Son universa les, en el sentido de 

que son poseídos por todos los hombres. 

Consecuencia de ello es lo consagración 

del principio de igualdad jurídico. Y en 

realidad no puede ser de otro modo ya que 

todos los hombres participan de igual modo 

de lo misma na tural eza humano . 

Los Derechos Fundamentales 

Esto noto de lo igualdad jurídico 

ha sido uno constante en todos los procla­

maciones de los derechos fundamenta les. 

Así por ejemplo: 

- En lo Declaración de Virginia se afirmaba 

en su punto 1 que "todos los hombres son 

por naturaleza igualmente libres e indepen­

dientes tienen ciertos derechos innatos ... " 

- En lo Declaración de Independencia de 

los EE.UU se lee "todos los hombres son 

creados iguales ... " 

- En el artículo primero de lo Declaración 

francesa de 1789 se reconoce que " todos 

los seres humanos nacen y permanecen 

libres e iguales en derechos" 

- En lo encíclica Pocem in terris (1,9) se 

afirmo "En todo convivencia humano bien 

ordenada y provechoso hoy que establecer 

como fundamental el principio de que todo 

ho mbre es persona ... y que por tonto el 

hombre tiene por sí mismo, derechos y de­

beres que dimanan inmediatamente y al 

mismo tiempo de su propio naturaleza. Estos 

derechos y deberes son por ello universales 

e inviolables y no puede renunciorse por 

ningún concepto" 

- En la Declaración de lo ONU de 1948 se 

afirmo que " tod os los seres humanos 

nacen libres e iguales en d ignidad y 

derechos ... " en su artícu lo primero. 

Vemos por tonto cómo no hoy texto 

que al referirse o los derechos humanos deje 

de reconocer que los mismos son poseídos 

en condiciones de igualdad por todos los 

hombres de lo Tierra. 

Si ton fundamentales y universales 

son estos derechos cabe preguntarse si los 

mismo son absolutos e ilim itado s. 

En principio, y dado que estamos 

hablando de derechos " básico", "inherentes" 

y "fundamentales" o todo ser humano que 

además son irrenunciables e imprescriptibles, 

bien pudiera parecer contradictorio imponerle 

algún límite al ejercicio de los mismos. De 

hecho lo fundamentación iusnoturolisto que 

inspiró los primeros textos, abonaba lo tesis 

de que cualquier restricción de los derechos 

humanos resultaban "contra natural", y por 

tonto atentaba n al espíritu de los mismos. 

INDICE GENERAL 
• CONCEPTO, CARACTERES Y LIMITES 
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 

• FUNDAMENTO DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 

- Doctrina Relativista 
- Doctrina Axiológica 
- Doctrina Lógico-Sociológica 
- Doctrina Legalista o Positivo 
- Doctrino lusnoturolisto 

• LA POSITIVIZACIÓN DE LOS DERE­
CHOS FUNDAMENTALES 

• EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LOS DE­
RECHOS HUMANOS 

- Los Derechos Fundamentales en lo 
Edad Medio 
- Los Derechos Fundamentales en lo 
Edad Moderno 
- Los Derechos Fundamentales en los 
siglos XVII I y XIX 
- Los Derechos Humanos en lo actuali­

dad 
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SALA de TOGAS 

Si a esto unimos que el reconocimiento de los 

derechos fundamentales desde el punto de vista histórico supuso, 

el comienzo de la lucha contra el Estado absolutista, y la toma de 

conciencia por parle del hombre de que se es portador de unos 

derechos por el mero hecho de su condición humana, entendemos 

que todo esto hiciera difícil el que se le intentaran imponer límites 

a los mismos. Para demostrar esto que decimos va mos a hacer 

referencia a dos citas: 

1 o _ El punto XII de la Declaración de derechos del buen 
pueblo de Virginia de 1.776. Este afirmaba : "la libertad de prensa 

es uno de los grandes ba luartes de la libertad y no puede ser 

restringida jamás, a no ser por gobiernos despóticos". 

2°.- El artículo 4 de la Declaración de los derechos de l 
hombre y del ciudadano (1789), que afirmaba lo siguiente: " La 

libertad consiste en poder hacer todo lo que no daña a los demás. 

Así, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no 

tiene más límites que los que aseguran a los demás miembros de 

la sociedad el goce de estos mismos derechos. Estos límites sólo 

pueden ser determinados por la Ley". 

En un principio, por tanto, estos derechos eran ilimitados 

y absolutos en su ejercicio. Esto era consecuencia del pensamiento 

liberal individualista que inspiró a los revo lucionarios franceses, 

y que se plasmó como vemos en los textos constituciona les. 

En la actua lidad la doctrina se encuentra muy alejada 

de aquella concepción ciega de liberalismo individualista. Así por 

ejemplo MESSNER considera que absolutos e il imitados sólo 

pueden ser derechos fundamentales ta les como la libertad de 

conciencia . R. CASSIN afirma que el carácter de absoluto sólo se 

puede predicar de la libertad de conciencia y del derecho a una 

vida digna . 

El tema de los límites de los derechos fundamentales ha 

sido estudiado en profundidad por el profesor PECES-BARBA, 

quien d istingue dos especies de límites: intrínsecos y extrínsecos. 

Límites intrínsecos, serían aquellos que se derivan de la 

propia natura leza de los derechos . Cada derecho fundamental 

protege un determinado valor de la persona, (por ejemplo el 

derecho fundamental a la vida protege la existencia fís ica de la 

persona; la prohibición de la tortura protege lo integridad física 

del individuo), de modo que los derechos fundamentales sólo se 

justifican mientras su ejercicio seo realizado con esa orientación 

teleológico. Por ello cuando al ejercer o alegar un derecho 

fundamenta l lo hocemos con la intención de aplicarlo a otro fin 

distinto de aquel paro el que se creó, desviándolo más al lá de ' 

su expresa finalidad perjudicando el derecho fundamenta l de otra 

persona, entonces lo que hacemos no es ya usar el derecha sino 

abusar de él (por ejemplo si ante un temor infundado matamos 

a una persna que creemos nos iba a matar). 

En cuanto a los límites extrínsecos, PECES - BARBA señala 

como tales: 

- los derechos de los demás 

-la moral 

- el orden público 

- el bien común. 

los Derechos Fundamentales 

LOS DERECHOS DE LOS DEMAS. 

Dado que el Derecho se mueve siempre dentro de un 
contexto social, este límite se basa en el dato de ese carácter social 
que tiene todo lo jurídico. 

Una consecuencia de l carácter socia l y de universa lidad 
que tienen estos derechos que trata mos, es el de reconocer que 
hay otras personas con idénticos derechos a los nuestros. De ahí 
que mi derecho terminará all í donde comience el derecho de otra 
persona. Así por ejemplo HEGEL señala que el reconocimiento 
recíproco del hombe como persona constituye la base de Derecho. 
Para HEGEL el mandamiento jurídico es: "Sé una persona y respeta 
a los demás como personas". En términos parecidos se manifestaba 
KANT, cuando afirma que el teorema del Derecho se expresa con 
lo siguiente frase: 
"Cada uno debe ser trotado por el o t ro como persona". 

Por lo que a nuestra Constitución respecto, por ejemplo 
un derecho fundamental como es el de la libertad de expresión 
(art. 20 de la CE) tiene su límite en el derecho al honor, a la 
intimidad personal, fami liar, a la propia imagen, así como en la 
proteccion de la juventud y de la infancia. 

LA MORAL 

La moral como límite se entiende en el sentido de moral 
social, que es el conjunto de valores éticos reconocidos y aceptados 
como vigentes por uno determinado sociedad . Naturalmente esto 
moral no será lo mismo en todos los sociedades d el mundo y 
arrostrará en codo uno de. ellos un componente histórico. 

Cuando el ejercicio de un derecho fundamenta l lesione 
esta moral social, es claro que la misma constituirá un límite o 
dicho ejercicio. Por ejemplo, no se puede crear un asociación 
para el fomento de la prostitución amparándose en el derecho de 
asociación. 

EL ORDEN PUBLICO 

Por orden público se entiende según RECASENS la 
ausencia de perturbaciones materiales tales como alborotos, 
algaradas, motines, sediciones, en sumo ausencia de desórdenes. 
Pero para PECES BARBA el o rden público es también uno serie de 
factores cuya ausencia haría imposible la convivencia. Nos estamos 
refi riendo a factores tales como el respeto por la legaldad, lo 
delimitación de las esferas del poder, la existencia de una seguridad 
jurídica . En este sentido definimos el orden público como el 
conjunto de condiciones de la vida de convivencia que hacen 
_posible que los individuos y los grupos puedan alcanzar y desarrollar 
sus fines p'eculiares en un ambiente de seguridad y paz social. 

El orden público es sinónimo de "seguridad jurídica". 
~ntendiendo por tal la certidumbre de que se puede contar con 
las reglas del d~recho, qu~ se apl icarán a todos por igua l. Por 
todo esto el Orden Público se liga a la idea más avanzada del 
señorío del Derecho en las · relaciones entre los hombres . 

EL BIEN COMUN 

El Bien Común se entiende en el sentido de bienestar 
genera l. Una soc iedad pos ee un bi en común cuando en 
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ella se da una buena administración de justicia, uno adecuado 
red de transportes, uno suficiente asistencia sanitaria, un eficaz 

sistema educativo, una organización cultural bien dotado, etc es 
deci r que el bien común está integrado por un conjunto de 
ci rcunstancias, condiciones, rea lidades fácticas. 

De ah í que los individuos no deban desentenderse del 
bien común considerándolo como algo ajeno con lo que nada 
tienen que ver. Es ajeno sí, en cuanto que su titular es la sociedad, 
pero de su nivel (alto o bajo) dependen los bienes propios de cada 
uno. Esto interconexión entre lo comunitario y lo particular la 

apreciaba aquel legionario romano que decía "Prefiero ser pobre 
en un Imper io rico que r ico en un Imperio pobre". 

Una de las definiciones más correctas del bien común 

es la ofrecida por JUAN XXIII en lo encíclica Pacem in terris diciendo 
que es el "conjunto de condiciones sociales que permiten o los 
ciudadanos el desarrollo expedito y pleno de su propia perfección". 

Una vez reconocido que los derechos fundamentales no 
son absolutos e ilimitados, nos planteamos la cuestión de determinar 
a quién le corresponde la labor de imponer límites a estos derechos 
o mejor dicho quién es el encargado de apreciar que una persona 

a la hora de ejercer su derecho está infringiendo por ejemplo la 
moral social. Parece evidente que esa misión ha de estor confiada 
a un órgano cuyas principales características han de ser: 
- el conocimiento profundo del Derecho, y naturalmente de los 
Derechos fundamentales. 
- Un órgano que sea imparcial e independiente 

Visto esto resulta evidente que únicamente los Tribunales 

pueden ser los encargados de determinar cuáles han de ser los 
límites que se pueden establecer a los derechos, así como dictaminar 

acerca de hasta qué punto se hace uso de un derecho, o se abusa 
de él en perjucicio de la sociedad. 

Elviro 
Gabinete de Investigación 

Los Derechos Fundamentales 

A todo esto hay que añadir que el hecho de acudir a los 
Tribunales resulta imprescindib le entre otras cosas porque el 
privilegio de lo autotutela judicial por el cual una de las partes 
impone a lo otro po r su proia fuerza su derecho, o lo que es lo 
mismo lo imposición coactiva de lo decisión de una de las partes 
a la otro, en el derecho está reservada para los entes públicos y 
no a los particulares, de forma que un particular que se estime 
lesionado en un derecho fundamenta l no puede actuar por sí 
mismo, salvo cloro está en situaciones lím ite como es el caso de 
la legítimo defensa. Y por otro lodo porque uno de los pri ncipios 
esencia les de la construcción del Estado de Derecho es el otorgo­
m iento de una ampl ia tutela ju rídico, tute la jurídico que es 
competencia exclusiva, según la teoría de la división de poderes, 
al Poder Judic ia l encarnado en los tribuna les de justicia. 

Los sistemas de garantía para los derechos fundamenta les 
son varios. En España, además de los tribunales ordinarios, tenemos 
el Tribunal Constituciona l al que se acudirá para la interposición 
de un Recurso de ampa ro (por lo vio lación de los derechos 
fundamentales o de las libertades públicas). 

Existe también uno protección de rango internacional : El 
Tribuna l Europeo de derechos del homb re que fue creado por la 
Convención de Salvaguardia de los derechos del hombre y de las 
libertades fundamenta les, firmada en Romo en 1950 y ratificada 
por España en 1979, ante el que comparecerán los ciudadanos 
europeos que entiendan que el Estado del que son natura les ha 
vulnerado alguno de sus derechos fundamentales. 

Al margen de la vía judicial existente o tra institución que 
recibe las quejas de los particulares, como es la del Defensor del 
Pueblo. El inconveniente de esta insti tución es que únicamente 
nf"'\c::A~ f,.,r • .ltr;~pc:: riP i n\JPdinnriAn \ J riPnttnrin \In rutP. rr1rt=:>rP ~ P f'"" ........................................................................ ... ............ ~ .................. 1 .......... .. ........... , ..... ,.__ "1 ...................... . ..................... ...... 

función ejecutiva 
Juan Antonio Gonzalez Cruz 

Colegiado núm. 2309 

UP/Mf: ASHP )IMf; 

En Gabinetes Jurídicos, Cías. de Seguros, y en Empresas de toda índole, somos especialistas en: 

Investigaciones, dictámenes e informes ante Magistraturas y Tribunales de Justicia en materia laboral. 
Proceso Judicial Civil y Proceso Judicial Penal, resumiéndose las actividades profesionales en: 

• Solvencia y Responsabilidad Económica, así como Insolvencias Fingidas 
• Búsqueda de Bienes, Domicilios, Lugar de Trabajo, etc. 
• Siniestros Simulados y Bajas Fingidas. 
• Control de Agentes, Competencia desleal . 
• Análisis de Balances y Patrimonio. 
• Y un largo etcétera. 

JorgeAvila 
Gerona, 12, 42 1 • 04001 Almerfa 
Telf . ..fax: 950.27.13.67 
Personal: 929.05.76.80 
e-mail: elviro@larural.es 
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SALA de TOGAS Concepto de Negligencia Sanitaria 

ACERCA DEl CONCEPTO DE 
NEGliiGENCIIA SANIITARIIA EN lA 
DOCTRIINA Y EN lA JURIISPRUDENCIIA 
~ Antonio Balsalobre Salvador. 
,... Secretario de Administración Local 

y Abogado (no ejerciente). 

María Rosa Góngora Abad. 
Diplomada Universitaria 
de Enfermería 

Ana Trujillo Abad. 
Diplomada Universitaria 
en Enfermería 

Lll "Se entiende como responsabilidad profesional 
médica la obligación que tienen los médicos de reparar 
y satisfacer las consecuencias de los actos, omisiones 
y errores voluntarios e incluso involuntarios, dentro 
de ciertos límites, cometidos en el ejercicio de su 
profesión", Antonio Palau Bretones en 
''Responsabilidad del personal sanitario''.LA LEY 
1999-6. 
Si decimos que la imprudencia consiste en la infracción 
de una norma de cuidado, y teniendo en cuenta que 
la función básica de los profesionales sanitarios es 
curar a los enfermos, concluiremos con que la negli­
gencia aparecerá cuando no se hayan empleado todos 
los medios disponibles a su alcance para evitar la 
producción de un daño o perjuicio. 

1.- INTRODUCCION 

No es fácil establecer un concepto 
claro de lo que debamos entender por negli­
gencia sanitaria, que incluye no sólo a los 
médicos, como tradicionalmente se ha en­
tendido, sino también al personal de enfer­
mería. Ello es así porque sobre el personal 
sanitario recae especialmente uno obligación 
de medios, pero no uno obl igación de resul­
tado, por lo que resulta sumamente d ifícil 
determinar cuando surge la imprudencia y 
cuando no, y, consecuentemente, cuando 
estamos en presencia de uno negligencia 
que comporta el deber de indemnizar; cuando 
no derivan responsabilidades penales si el 
grado de pericia del profesional sanitario es 
notoriamente deficiente. 

La palabra responsabi lidad deriva 
del latín (respondere) y significa la obligación 
de responder de nuestros actos, que, cuando 
han sido origen de un daño en personas o 
cosos; significa reparar, satisfacer o compen­
sar un daño. Lo responsabilidad sanitaria 
será la causa de la obligación de reparar o 
compensar los daños produci dos por el 
personal sanitario en el curso de su actividad 
profesional, bien por actos, bien por omisio­
nes, bien por errores, voluntarios o involun­
tarios dentro de ciertos límites (previsibles y 
evitables). 

¿Qué entendemos por negligencia 
sanitario? [1] En una primera aproximación 
podemos definir lo imprudencia como la 
infracción de una norma de cuidado, lo que 
nos conduce a precisar cual sea la norma 
de cuidado que guíe la actuación del profe­
sional sanitario. En este campo no es infre­
cuente que los avances técnicos evolucionen 
antes que la legislación, lo que puede deter­
minar que se puedan aplicar prácticas sani­
tarias aun cuando la legislación vigente no 
las contemple, y surge la cuest ión de saber 

si en estos cosos puede deriva r responsabili­
dad por uno no aplicación de técnicas ade­
cuados aun cuando no fueren exigibles le­
ga lmente. En este sentido, la jurisprudencia 
no es pacífico, y así lo SAP Sevilla de 22-
01-98 estimo que no puede condenarse a l 
facultativo que actúa conforme o los dispo­
siciones legales: " .. . este contagio se había 
producido en /os primeras transfusiones, 
anterior pues o 7985, y o que se produ¡ese 
la primera normativo reglamentaria en materia 
de protección o /o salud o través de los 
procedimientos de detección obligatoria del 
. " VlfUS ... 

En cambio, lo STS de 28-12-98 entiende 
que es posible condenar al profesional te­
niendo en cuento el estado de la ciencia: '' 
. .. pero lo que no se puede ignorar es el 
hecho de que en aquello époco no solo o 
nivel científico, sino también o nivel de la 
opinión pública generalizada, se sabían, al 
menos, las consecuencias fato/es del SIDA y 
sus grupos de riesgos, así como /os posibles 
fuentes de contagio, entre /os que se encon­
traba la transfusión de sangre infectada efec­
tuada en los centros hospitalarios". Significa­
tivo es, en este sent ido, lo modificación 
habida en el artículo 141 .1 de lo Ley 30/92, 
por la Ley 4/99, de 13 de enero, que añade 
"no serán indemnizables /os daños que 

deriven de hechos o circunstancias que no 
se hubiesen podido prever o evitar según el 
estado de los conocimientos de la ciencia o 
de la técnica existentes en el momento de 
producción de aquéllos", lo que sin dudo 
nos hoce pensar que esta línea jurisprudencia! 
será la dominante o part ir de ahora. 

La STSJ de Extremoduro (Solo de lo 
Contencioso Administrativo) de 11 de marzo 
de 1999, nos dice: "Una reiterada doctrina 
¡urisprudencial (por todas la STS de 9 de 
marzo de 1998) viene declarando que las 
prestaciones sanitarias en general y las propias 
de /os beneficiarios del régimen público de 
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Seguridad Social, no comportan una obliga­
ción de resultado, en cuanto que el derecho 
reconocido a los ciudadanos acogidos a ese 
régimen es el derecho a la salud, pero no 
entendida como el restablecimiento de la 
misma en toda situación patológica; pues tal 
obligación ... ex artículos 41 y 43 CE en 
modo alguno comporta una obligación de 
resultado, de restablecer la salud ineludible­
mente en todo caso. Muy al contrario, esa 
obligación que genera tal asistencia se ha 
venido configurando como una obligación 
de prestación de un servicio, el servicio 
sanitario, de acuerdo con la entidad que 
aconseje la /ex artis y atendiendo al grado 
de eficacia que la ciencia médica tenga 
asumida conforme a la situación actual. Así 
pues, el servicio público, cuando de asistencia 
sanitaria se trate, se concreta en la prestación 
de una asistencia médica conforme a las 
circunstancias del caso y del estado de la 
ciencia médica, y siempre que la misma se 
preste en tales condiciones, no cabe apreciar 
que se causa un daño por el no restableci­
miento integral de la salud. La culpa o negli­
gencia médica surge con dotación de sufi­
ciente causalidad cuando no se realizan las 
funciones que las técnicas de salud aconsejan 
y emplean como usuales, en aplicación de 
la deontología médica y del sentido común 
humanitario, y así lo ha reconocido esto Solo 
30". 

11. CONCEPTOS PREVIOS 

" ' 1 ,. ¡ 1 f-\nres ae conrmuar, aeoemos con-
siderar los siguientes conceptos: 

• Responsabilidad contractual: la que 
deriva del incumplimiento de los pactos 
expresamente formalizados. A ella se refieren 
los artículos 1101, 1103 y concordantes del 
Código Civi l 

• Responsabilidad extracontractual: la 
que deriva al margen de un pacto o 
contrato, por actos u omisiones que causan 
daño a terceros. Se recoge en los 
artículos 1902, 1903 y 1904 {culpa in vigi­
lando, in eligendo) Ce 
Ambas son responsabi lidades subjetivas, 
exigiendo la conc urrenc ia de 'culpa' 
como luego veremos {STS 19-7-96: " /o 
responsabilidad que regula el art. 1902 Ce 
ha de descansar siempre sobre la existencia 
de un elemento culpabilístico en la 
conducta del agente, debiendo existir una 
evidente re lación causal entre dicha 
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conducta y el resultado dañoso 
producido").Doctrina reiterada en STS 1 0-
2-96.[2) 

• Responsabilidad objetiva: contemplada 
en el artículo 1 06 C E y 139 y siguientes de 
lo Ley 30/92, de 26 de noviembre, del 
Régimen Jurídico de las Administrac iones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, derivada del funcionamiento, normal 
o anorma l, de los servicios públicos, pero 
sin la presencia de 'cu lpa' residenciable en 
el profesional sanitario. Si se produce un 
daño, concurriendo los requisitos del artículo 
139.2 Ley 30/92, surge la obligación de 
indemnizar [3]. Su límite se encuentra en la 
fuerza mayor o en la propia conducta del 
adm inistrado que sufre la lesión, en cuyos 
supuestos no hay responsabilidad (STS 4-2-
99, que cita la de 5-2-80). No es ob jeto de 
muestro comentario . 
En este tipo de responsabilidad hay que 
incluir los recientes pronunciamientos de los 
tribunales de justicia sobre la responsabilidad 
del Estado como consecuencia de muertes 
o agravaciones de enfermedades como 
consecuencia de las 'listas de espera', como 
consecuencia de un funcionamiento {normal 
o anormal) de la Admin istración Pública, en 
lo que, en principio, no cabe res idenciar 
culpa o negligencia en el personal sanitario, 
pues la responsabil idad deriva de una situa­
ción de hecho producida por el sistema de 
masificación de los servicios de asistencia 
sanitaria públicos y de la insuficiencia actual 
de medios para resolverlos. 

De otro !ado, tampoco nos referiremos a 
la responsabi lidad penal en que puedan 
incurrir los profes iona l es sanitarios. 

111 OBLIGACIÓN DE MEDIOS 

Como hemos avanzado, es constante la 
doctrina ju risprudencia! que mantiene que 
las prestaciones sanitarias no comportan 
una obligación de resultado, sino de medios. 

Doctrinalmente, desde RENE DEMOGUE 
se distinguen dos tipos de obligaciones 
{dentro de las obl igacio nes de hacer): 

• obligaciones de medios o de acti'vidad, 
en los que el deudor se compromete a 
emplear la diligencio adecuada poro satis­
facer a l acreedor, sin garantizar lo 
obtención de un resultado. Surge la respon-

(2] La STSJ de Navana de 3 1-7-98: "Con relación a 
ambos tipos de responsabilidad, la sola lectura de los 
artículos 11 O 1 y 1902 del Ce patentiza que nuestro 
sistema jurídico en materia de responsabilidad civil 
reposa sobre la nota de 'culpa' como elemento 
determinante de imputabilidad" 
(3] "Tanto la responsabilidad por culpa extracontrJctual 
o aquiliana de los artículos 1902 y ss. del Ce como la 
responsabilidad por culpa contractual del artículo 11.01 
del mismo Código, requieren un comportamiento 
culposo en el agente, requisito sólo excluible en la 
responsabilidad objetiva que los anfculos 106 CE y 
40 de la LRJAE atribuyen a éste por las lesiones que 
los paniculares sufran en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
de los servicios públicos", STSJ La Rioja, de 18-2-
93. 
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[4] "Pues la salud y l:t vida no puede garantizarse por 
la Administración ni por nadie", STSJ Cataluña de 
13-6-97. 
[5] Cali to Díaz-Regañón García-Aicalá. "El régimen 
de la prueba en la responsabilidad civil médica". Ed 
Aranzadi 1996. 
[6] Ma.nuel Albaladejo, 'Curso de D~recho Civil 
Español Común y Forai'IJ, Derecho de Obligaciones. 
1977, pág. 450. 
171 Javier Femández Costales, "El contrato de servi­
cios hospitalarios y la responsabilidad civil hospitalaria. 
Comentario a la STS de 11 de noviembre de 19'1 1". 
LA LEY 1992-3. 
[8] Julio César Galán Cortes, " La rcsponsabil idad 
civil y penal ... "citada 

sobilidod cuando el acreedor pruebe lo culpo 
del deudor [4). El demandante tendrá la cargo 
de probar so lamente lo no obtención del 
resultado. 

• Obligaciones de resultado, en las que el 
deudor se obliga a obtener un resultado espe­
cífico . La responsabil idad del deudor surge 
por el mero hecho de lo no obtención del 
resultado, sin precisar probar lo cu lpo. El 
paciente deberá probar la negligencia o culpo 
del profesional para lograr la imputación de 
responsabi lidad al profesional sanitario, "es 
decir, la violación de los deberes inherentes al 
desarrollo de lo actividad profesional, y, en 
particular del deber de diligencio " [5) 

ALBALADEJO [6] nos dice que lo diferencio 
entre uno y otro se hallo en que en el primero 
se promete un resultado, con independencia 
del traba jo necesario poro realizarlo, y en el 
segundo se promete lo prestación de los ser­
vicios en sí mismos con independencia del 
resu ltado que con él se hoyo concluido. 

Lo STS de 29-6-84 (RJ 3441 /84), reiterado 
en STS 3 - 11-83 (RJ 5953/83) señalo que " 
... poro determinar la naturaleza del contrato 
habrá de estarse al objeto inmediato de lo 
obligación, de tal modo que si lo convenido 
fuere lo prestación de un trabajo, labor o 
actividad en sí mismo considerado y con inde­
pendencia, por tonto, del resultado, el contrato 
será de arrendamiento de servicios, mientras 
que si lo que se conviene o pacto es un resul­
tado, sin consideración o/ trabajo o actividad 
que los produce, es de obro". 

Aun cuando se produce uno evolu­
ción del concepto de responsabilidad por culpo 
o lo responsabilidad objetivo o sin culpo, donde 
se sustituye lo ideo de imprudencia o negligen­
cia por los reglas de lo inversión de lo cargo 
de lo pruebo (teoría del riesgo, de donde se 
derivo que si no hay éxito en lo actuación, 
debe responderse), sin embargo no es ésto lo 
línea seguido por el TS en materia de respon­
sabilidad sanitario, puesto que es reiterado lo 
doctrino jurisprudencia! (Ss .TS 11-3-95, 23-
3-93, 23- 12-92, 13-10-92, 8-10-92, 6- 11 -
90, 7-2-90, STSJ de Extremad uro de 11-3-
99, STSJ de Navarro de 17-5-93 entre otros 
muchas) que establece que lo obligación con­
tractual o extrocontractual del médico y los 
profesionales sanitarios no es la de obtener 
en todo caso lo recuperación del enfermo, 1 

como obligación de resultodD, sino más bien 

uno obligación de medios, lo que significa 
que está obligado o proporcionar al paciente 
todos los cuidados que requiere según el estado 
de lo ciencia. En lo conducto de los profesio­
na les sanitarios quedo descartado todo clase 
de responsabilidad más o menos objetivo, sin 
que opere lo inversión de lo cargo de lo prueba, 
por lo que corresponde al paciente lo prueba 
de lo cu lpo y de lo re lación o nexo de causa­
lidad, pues ha de concurrir nexo causal y culpa 
("ya que a lo relación materia/ o físico ha de 
sumarse el reproche culpobilístico"), que podrá 
derivar de uno negligencia omisivo en lo apli­
cación de un medio curativo (no poner todos 
los medios posibles en lo actuación) o en la 
existencia de una acción cu lposa o negligente 
en su apl icación, La jurisprudencia, como 
tendremos ocasión de comprobar, deniego lo 
responsabilidad cuando no ha sido posible 
establecer lo re lación de causalidad culposa, 
por no depender aquéllo de un simple resultado 
dañoso. Como señalo FERNÁNDEZ COSTALES 
[7) debemos entender que la responsabil idad 
médica ha de ser por culpa y no po r riesgo. 
Así lo afirman las múltiples Sentencias referidas: 
cuando no es posible establecer lo relación 
de causalidad culposo, no hay responsabilidad 
san itario . 

No obstante, paro ciertos especialidades 
médicos (cirujanos estéticos, anal istas, orto­
doncistos) se ha estimado que su obligación 
es de resu ltado, como si de un contrato de 
ejecución de obras se trotare, y no de un 
contrato de arrendamiento de servicios (ort. 
1544 Ce) . A ello nos referimos más adelante 

En cuanto al concepto 'estado de la 
ciencia', ha de ser el existente en el momento 
de lo producción de los actos sanitarios, de­
biendo advertirse que el estado de los conoci­
mientos de lo ciencia o de técnico existentes, 
no es el estado de lo legislación, pues es 
sabido que ésto, el derecho positivo, va siempre 
detrás de los hechos, hasta el punto de que 
no es infrecuente que se modifique un texto 
legal poro adoptarlo al progreso técnico (STS 
31-5-99). Lo STS de 9-3-99, 

El profesional sanitario en modo al­
guno puede comprometer o garantizar un 
resultado, habido cuento de que lo med icina, 
en genera l, es uno ciencia oxiológica, relativo 
y, por tonto, inexacto, pues intervienen elemen­
tos extraños de difícil previsibilidad que pueden 
propiciar errores de distinto noturoleza .[8] En 
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este sentido las Ss. TS (Sala 2°) de 14-2-91 

y de 7-2-90. [9] 

Sí cabe exigir al profesional sanitario una 

especial diligencia y previsi bi lidad en su 

actuación, derivada de sus conocimientos 

científicos, que actúa sobre la vida humana, 

y por ello le será exigible que su actuación 

esté presidida no sólo por la diligencia que 

sería exigible o cualquier persona responsa­

ble, sino además los exigibles en el caso 

concreto, pues a quien más puede y sabe, 

más debe de exigírsele (STS de 2-11-81 ). La 

STS de 25-4-94 señala que "dada la vital 

trascendencia que, en muchas de las ocasio­

nes, reviste para el enfermo la intervención 

médica, debe requerirse la diligencia que el 

Derecho Sajón califica como propia de las 

obligaciones de mayor es fuerzo". 

Señalo el TS (STS de 26 -6-80 y 25-11-

80) que el otorgam iento de un título profe­

sional de acuerdo con lo normativo docente 

y académica, crea , indudablemente, uno 

defectuoso del acto requerido profesional­

mente. Es lo incapacidad técnico poro el 

ejercicio de lo profesión de que se trote (STS 

19- 1 0-94). Se troto, pu es, de uno 

actuación incompatible con lo profesión, 

con grave vulneración de las reglas de lo 

lex ortis (STS e 27 -5-88), implicando un plus 

de ontijuricid od por lo inobservancia 

de lo lex ortis. Lo jurisprudencia nos d ice que 

esto culpo agravado debe ser apreciado con 

moderación y mesuro.[1 O] No obstante, lo 

línea divisorio entre uno y otro no es claro, 

y de ahí el carácter vacilante de nuestros 

tribunales. 

Lo STS de 24 de moyo de 1999 (que 

recoge lo doctrino sentado por lo STS de 

25-4 -94), o modo de resumen de lo doctrino 

jurisprudenciol, nos dice : 

"Cuando el médico realizo un acto 

profesional, se obligo o emplear lo dil igencio 

adecuado - los medios - y no garantizo 

el acto terapéutico - la sanidad del enfermo 

es decir, el médi co no se compromete o 

curar, sino o intentar curar, por lo que res­

ponsabi lizarlo sin más del daño inferido 

supondría trastocar los mencionados presu­

puestos; y lo obligación de medios compren­

de: 

presunción de competencia que encuentra 

su fose negativa en lo impericia, entendiendo 

por tallo incapacidad técnico poro el ejercicio 

de lo profesión de que se trote, y eso impericia 

puede encontrar su fundamento causal en 

lo ignorancia o en lo defectuoso ejecución 

del acto req uerid o por lo lex ortis. 

1) utilización de cuantos elementos c.onozco 

lo ciencia médico de acuerdo con los cir­

cunstancias crónicos y tópicos en relación 

A este fin, distinguimos entre (STS con un paciente concreto (de manero que 

26-4-94): lo actuación del profesional sanitario se rijo 

• culpa del profesiona l (negligencia por lo denominado lex ortis od hoc, es decir 

profesional) : es lo imprudencia o negligencia en consideración al coso concreto en que 

común cometido por el profesional en el 

ejercicio de su arte u oficio; supone uno 

infracción de los deberes inherentes a lo 

profesión. 

• culpa profesional (impericia) : es lo 

impericia o incapacidad técnico poro 

el ejercicio de lo profesión; supone mayor 

gravedad, siendo uno ag ravación de la 

imprudencia temerario. Encuentro su fundo­

mento en la ignorancia o en lo e jecución 

se produce lo actuación e intervención mé­

dico y los circunstancias en que lo mismo se 

desarrolle) 

2)1o información, en cuanto seo posible, 

al paciente o, en su coso, o los fa miliares 

de l mismo, del d iagnóstico, pronóstico, 

tratamiento y riesgos, muy especialmente en 

el supuesto de intervenciones qu irúrgicos, 

[9] Baitasar Garzón Rcai. ·'Rcsponsabiiidad civiL 
negligencia profesional e imprudencia médico­
sanilllria''. LA LEY 1987-4 
110] BaltaS>or Garzón refiere la STS de 23-2-79 que 
exime de culpa cuando hay un diagnóstico equivocado, 
calificándolo de cn·or excusable, concluyendo en que 
existe una aplicación restrictiva de la imprudencia 
penal 
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1111 La STSJ de Navarra de 31 -7-98 dice: ··con 
rc l ou.:i6n a ambos tipos de rcsponsubilic..hld, la St_> ia 
lectura de los artículos 110 1 y 1902 del Ce patcntrza 
q ue nuestro sistt!ma jurídico en materia de re;ponsa~ 
bilidad c iv il reposa sobre la nota de ·c ulpa como 
elemento de terminante de la imputabi lidad . No obs­
tante. la jurisprudenc ia del T S ha evoluc ionado desde 
una pr imera posición que exigía consta nte~nent~ que 
e l demandante perjud icado ucrcdi tara la ex 1M~ncw de 
culpa por ¡>Cartc del causa11te de l daiio. hasta fórmul~s 
más elásticas más favorables para e l dañado que , sm 
prescindir íntegramente .del_ componente subjetivo d.c 
la culpa. se plasman e n cntenos tales como: a) presumrr 
que el autor del daño ha rncurndo c,n cu lpa y a é l 
corresponde desvirtuar c:-:ta pre~u.ncJon. med1~tntc la 
prueba de habe r obse rvado la drl rgencoa deboda; b) 
que cuando no se puede probar con exactitud la cau~a 
del daño es d auente quien debe probar su propia 
diligenci~; o t!ll fiJ~ e) la gcneraJj ~ación de la 'doc trina 
de l riesgo' confo rme a la c.ual s1 una persona. para su 
provec ho, maneja dispositJ V~S u ordena trabaJos. que 
objctiVUJTICI11C cntr~ñan.un n esgo para. l~1s dcmas. '! 
por causa de la rcnlrt.actón de tale~ 3CIJ VI~ades J?eh­
grosas se produce un resultado l es 1 v~. qllle n '!bt1ene 
e l bene fi c io o provecho debe asunur. por SI o por 
medio de otros (ejemplo. una compañía aseguradora. 
una mutua) la inde mnización Ju objcti vación d e la 
responsabilidad" . . . 
[121 Romeo Casabona. "Respo nsabrlrdad penal y 
responsabilidad civil de los profesronales.Prcs';!'te y 
futuro de los conceptos de neglrgenc ra y nesgo . LA 
LEY 1993-4. 
ll 3] Si ht falta la comete una ~nfenner~ o auxiliar 
de ntro de su propia compete ncia, será dtrcctí..lmente 
res ponsable de l daño producido. pero no cuando la 
falla cometida se derive de las órdenes del méd1co, 
pues la oblioación del médico es po ne r los medios 
necesarios p~ra la protección de 1 ~. sa lud del enfc n.no , 
pero e ntre estos medios no sólo ftg uran los prop1os . 
<ino también Jos de aq uellos colaboradores que son 
necesarios para e l dese nvolvimiento normal .d.c la 
prestación sanitaria, razón por la c uaJ la responsabi lidad 
del médico no descarta. en sí misma. la de la enfcnncm. 
de existir. 

En este sentido señala la STS de 7-7-93: 
·'Ni el conocimiento y consentimiento del cirujano­
jefe de su ausencia sirve de causa c~culpa~o!·ia porque 
el anestesista asume. dentro del equ1po medrco de que 
fonna parte. con plena autonomía y r~ponsabi l i?ad, 
todas las fu nciones que son de s u compc tencra Y 
atinentes a su especialidad (pre paración, ejecución y 
vigilancia del procedimiento de narcosis y cont rol de 
las constantes brológrcas del rntervenrdo); no puede 
escudarse tampoco en la presencia de .un Ayudante 
Técnico Sanitario, experta en anestes1a, porque el 
cometido del anestesista es de su exclusiva y personal 
incumbencia. inde legable e n el personal aux iliar no 
médico". 

cuyo deber, en las afecciones crónicas o 
enfermedades o dolencias que puedan cali ­
ficarse de evolutivas o recidivas se extiende 
a los medios que comportan el control de 
la enfermedad, 
sometiéndose a los aná lisis y cuidados pre­
vent ivos que resulten necesarios para la 
prevención del agrovam iento o repetición 
de la dolencia 

3)la continuidad del tratamiento hasta el 
alta 

IV.- REQUISITOS DE LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL 
SANITARIA 

Deben concurrir los siguientes: 
4) Acción u omisión antijurídica, es decir, 

no ajustada a Derecho . Evidentemente, 
es posible la comisión por omisión, que 
sucede cuando el profesional sanitario no 
util izo los medios que están a su alcance 
para co nseguir la curación del paciente, 
con independencia de que ésta se consiga 
o no (SsTs 11 -03-95, 20-06-96, 22-05-98) . 

S) Do lo o culpa (civi l) : supone una con­
ducta imprudente o negligente . 

• el art. 1101 Ce, en relación con el 11 04, 
en cuanto o la responsabi lidad contractua l 

• el ort. 1902 en cuanto a la responsabi­
lidad extrocontroctuol.[1 1] 

Lo STS de 26 -5-86 reitera lo que ya sabemos: 
" /a naturaleza ¡urídica de la 
obligación contractual del médico no es /o 
de obtener en todo caso la recuperación 
de la salud del enfermo, sino una obligación 
de medios, es decir~ se obli ga no o 
curar al enfermo, sino a suministra rle los 
cuidados que requiero según el estado 
actual de lo ciencia médico, y por e llo su 
responsabilidad ha de basarse en uno 
culpa incontestable, es decir, patente, que 
revele un desconocimiento cierto de sus 
deberes" . 

3) Daño: sin resultado, daño o perjuicio, 
no puede hablarse de culpa con 
trascend encia c ivi l, pudiendo consistir en 
cu a lquier c lase de detrimento f ís ico o 
psíquico, estético, fa llecimiento, gastos ho­
bidos, perjuicios morales, lucro 
cesante, etc., sin que pueda producirse un. 
enriquecimiento inj usto. El daño habró de 

ser cierto, propio y actuol. 

4) Relación de causalidad : debe existir una 
reloción de causa-efecto entre la 
acción u omisión del agente y el daño pro­
du cido, debe mediar entre lo acción 
objetivamente considerado y el resultado 
mate ria l produc ido una relac ión de 
causalidad inmediato, es decir, que aquéllo 
constit uya lo causo eficiente de éste, 
de modo que de no existir aquello acción u 
omisión, éste no se hubiese producido. 
Sólo quiebra en los supuestos de coso fortuito 
y fuer:za mayor. 

Recientes Sentencias del TS mantienen la 
exigencia de los requisitos referidos (Ss .TS 
4 -2-99 ; 29-5-98; 19-12-98; 1 0-11-97) 

Como señala ROMEO CASABONA 
[12 ], la comprobación de lo relación de 
causalidad entre el resultado dañoso y la 
conducta negligente es especialmente com­
plejo cuando se trato de sectores de actividad 
estrechamente vinculados con el desarrollo 
c ientífico y tecno lógico, pues a veces se 
desconoce como se desenvuelven con exac­
titud los procesos causales de las aplicaciones 
científicos y tecno lógicas . Igualmente, la 
relación causal se complica cuando intervie­
nen va rios profesionales y más cuando hay 
una jerarquía entre el los, lo que suele con­
ducir o lo declaración de responsabil idad 
so lidaria de todos los part icipa ntes en lo 
prestación profesional, con el riesgo de 
vu lnerar el principio de culpabilidad penal 
[13] 

Para el perjudicado, la mayoría de 
las ocasiones, probar la negligencia le será 
muy difíci l, no sólo por la carencia de cono­
cimientos suficientes para apercibirse de que 
el daño sufrido ha sido cousado por un acto 
profesional , sino además por no disponer 
de elementos p robatorios, que o bien han 
desaparecido al consumarse lo prestación 
profesional, o bien se encuentran en su poder 
o en el del Hospital. Por ello parte de la 
doctrina (ROMEO CASABONA) apunto la 
necesidad de uno objetivación de la respon­
sabilidad civi l lo que puede hacerse mediante 
tres técnicos : 

• lo inversión de ló carga de lo prueba de 
lo cu lpa del demandado, de modo que 
el profesional sea en principio responsable 
de todo daño originado en lo esfera 
sobre la que ejerce el contro l, incluyendo a 
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sus subordinados, salvo que se pruebe 
que se debió a causa ajena o exterio r [14) 

• agravación de la dil igencia exigible en 
el caso concreto 

• presunción de culpabilidad 

La doctrina francesa ha elaborado 
la teoría de la 'culpa virtual': cuando el 
resultado de una inte rvención médica es 
anómalo e incompatible con las consecuen­
cias de una terapia normal, obliga a presumir 
que algo ha fallado; a través de una deduc­
ción obtenida de la anormalidad de las 
consecuencias, se afirma que el méd ico 
(profesional sanitario) no ha actuado de 
acuerdo con los datos actuales de la ciencia 
y con uno conducta profesional diligente, lo 
que conduce o un sistema de presunción de 
culpa. En este sentido, alguna jurispruden­
cia reciente del TS flexibiliza la carga de lo 
prueba atendiendo o las circunstancias del 
caso concreto, introduciendo conceptos 
como el de 'circunstancia evidente', que se 
produce cuando de una actuación aparen­
temente normal y correcta se deriva un 
resultado dañoso. Con ello se pretende 
obviar lo que de otro forma constituiría una 
verdadera pruebo diaból ica para el paciente 
que solo deberá p robar ciertos datos rele­
vantes que permitan inferir, según las reglas 
del criterio humano, la existencia de anoma­
lías o deficiencias asistenciales que puedan 
servi r de base para establecer la responsa­
bilidad del facultativo o del centro hospita­
lario, y ello en base a consideraciones de 
justicia. Así, los Ss.TS 17-6-89 y 20-6-94. 
En esta línea se muestran SOTO NIETO [ 15] 
y JORDANO FRAGA [16L advirtiendo este 
último que la jurisprudencia española hace 
un uso muy moderado de la apreciación de 
la prueba, no aceptando la inversión de lo 
carga de la prueba sa lvo en contados oca­
siones, siendo la pruebo de la culpa médico 
uno pruebo diabólica para el paciente que 
nada ve en los quirófanos, no conoce los 
informes internos y prácticamente no se le 
informa, pese a la obligación legal existente 
(como seguidamente veremosL a lo que 

hay que añadir el hermetismo de médicos 
y enfermeras. 

Por ello reclama FERNÁNDEZ DE 
SEVILLA [1 7] que el ordenamiento debería 
de especificar en codo coso cuáles son los 
mínimos medios que haya de proporcionarse 
al paciente para determinar, cuando no se 
empleen éstos, una conducta negligente de 

la que nacerá la culpa y la consiguiente 
responsabil idad, y así evitar fluctuaciones 
en la apreciación de la responsabilidad por 
los tribunales. 

V.- LA LEX ARTIS AD HOC 

Podemos definir la lex artis como 
el conjunto de normas que constituyen el 
buen hacer y ortodoxia profesional. [18] 

Pues, lo lex ortis se corresponde 
con lo actuación de un buen profesional, 
un buen técnico, un buen artesano, apelativos 
empleados por la jurisprudencia paro definir 
una actuación profesional como correcta, 
diligente y técnicamente adecuada.[19] El 
concepto se aplica a toda la actividad médica 
(exploración, d iagnóstico, pronóstico y tra ­
tamiento). 

Como señala SOTO NIET0[20L 
el módulo rector de la actuación del profe­
sional sanitario viene inspirado en la lex a rtis 
ad hoc, siempre referida al coso concreto, 
dados las variedades de supuestos en función 
de las circu nstancias concurrentes y de l 
avance de la ciencia en lo concreta cuestión 
de que se trate. Como sabemos el personal 
sanitario no estó obligado a curar al enfer­
mo, pero sí a proporcionarle todos los cui­
dados que req uiera, seg ún el estado de la 
ciencia y la lex artis ad hoc (Ss TS 6- 11-90, 
20-2-92, 8-1 0 -92, 13-10-92, 2-2-93, 15-
2-93, 4 -3 -93, 23-3 -93, 7-7-93, 12-7-94, 
14-11-94,etc.). Supone "tomar en conside­
ración el caso concreto donde se produce 
la actuación médica y las circunstancias en 
que la mismo se desarrolla, así como las 
incidencias inseparables o uno actuación 
profesional normal, teniendo en cuenta las 
especiales características del realizador del 
acto médico, de la profesión de la comple¡i­
dod del caso, de la trascendencia vital del 
paciente y, en su coso, de ·lo influencio de 
otros factores endógenos (estado de inter­
vención del enfermo) o exógenos (incidencia 
de sus familiares o de la mismo organización 
sanitaria) para cali ficar dicho acto como 
conforme o no o la técnico médico normal 
requerida" (STS 24 -5-99). En igual sentido 
!as c!arificcdoros Ss.TS de 4-2-99 y 29-5-
98. 

La STS de 25-4-94[21 L que unifica 
doctrino lega l en esta materia, redunda en 

[14] La STS de 30-6-59 decide "in venir la carga de 
la prueba para obligar al autor de los daños a acredilar 
que obró en el ejercicio de sus actos lícitos con toda 
la prudencia y la diligencia precisas para evitarlos ... 
pues la dificultad de la prueba coloca en sotuacoón de 
inferioridad al demandante, contradococndo los pn nCJ­
pios de equidad que deben presidir la realización de 
la justicia''. 
[1 5] Francisco Soto Nieto, " Daños derivados de 
negl igencia médica. Tendencia progresiva hacia el 
establecimiento de un sistema de baremos". LA LEY 
1995-2. 
[16] Jesús Jordano Fraga, " Aspectos problemáticos 
de ia responsabilidad contractual del médico" Revista 
General de Legislación y Jurisprudencia, Enero 1985. 
[17] Miguel Fem:índez de Sevilla Morales, " Hacia 
u n Derecho San itario" , LA LEY 19 9 6-3. 
[181 "Como módulo rector de todo ane médico, como 
principio director en esla materia", STS de 23-3-93 
[19] "La lex artis supone, en esencia. una actuación 
profesional adecuada a las reglas técnicas penincntes", 
STSJ Castilla y León de 24-6-97 
"Que la relación j urfdica médico-cnfenno no tiene por 
objeto la curación del paciente (deberfa decir asegurar 
la vida del paciente, pues la actividad médica s í va 
encaminada a procurar la salud y curación) que nor­
malmente nadie puede asegurar, sino el compromiso 
de utilizar los medios adecuados conforme a la lex 
anis y a las circuns1ancias del caso, v su responsabilidad 
ha dé basarse en culpa patente qué revele el descono­
cimiento de cienos deberes, según el estado actual de 
la ciencia, si n que se imponga al facultativo el deber 
de vencer d ificultades que puedan equipararse a la 
i meos ibi lidad", STSJ C ataluña de 10- 1-96. 
[20] Francisco Soto Nieto, " Daños derivados ... " 
citada 
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calificar el contrato que une al paciente con 
el médico a cuyos cuidados se somete como 
de arrendamiento de servicios y no de obra 
y esta obligación de medios (lex artis ad 
hoc) obliga a los siguientes deberes imputa­
bles al profesional: 

a) util izar cuantos remedios conozca la 
ciencia méd ica y estén a disposición 
del médico en el lugar en el que se produce 
el tratamiento, de manera que su 
actuación se rija por la denominada lex artis 
ad hoc, es dec ir, en conside ra ción al 
caso concreto en que se produce la actuación 
e intervención médica y las 
circunstancias en que la misma se desarrolle, 
para calificar dicho acto como 
conforme o no a la técnica normal requerida, 
debiendo exigirse la diligencia que el derecho 
sajón ca lifica como propia de las obligacio­
nes de mayor esfuerzo. 

b) Informar al paciente o a sus familiares, 

siempre que le resulte posible, aspecto al 
que seguidamen te nos referimos 

e) A la prosecución y vigilancia postope­
ratoria, continuando el tratamiento hasta el 
alta la Informar en supuestos crónicos o 
enfermedades evolutivas, del sometimiento 
a análisis y cuidados preventivos posteriores 
que resulten necesarios para la 
prevención del agravamiento o repetición 
de la dolencia. 

VI.- INFORMACIÓN 

Acabamos de indicar que dentro 
de la obligación de medios, y como parte 
integra nte de la propia lex artis ad hoc, junto 
a la di ligencia médica se encuentra la obli ­
gación de informar al paciente (Ss TS 13-4-
99 y 24-5-95, y STSJ Castilla y León de 20-
5-97). En líneas generales, esta información 
se corresponde con: 

• el diagnóstico de la enfermedad o lesión 
que padece 

• el pronóstico que de su tratamiento 
puede normalmente esperarse 

• los riesgos que del mismo, especialmente 
si éste es quirúrgico, puedan 
derivarse 

• la comunicoción, en su caso, de la 
insuficiencia de medios de que d isponga 
para que el paciente pueda optar por otro 
centro médico. 

Así, las Ss.TS de 25-4-94 y 13-4-99. 

Este derecho a la información, como 
manifestación del derecho a la protección 
a la salud (art. 43 CE) alcanza al diagnós­
tico, tratamiento, intervención, riesgos y 
consecuencias. Sin esta información previa 
y completa, y adecuada al nivel cultural del 
paciente [22], no puede ser válido el con­
sentimiento por éste prestado, pues estaría 
viciado. 

La información, que será apropiada 
a la personalidad y formación del paciente, 
presencia de contraindicaciones y demás 
factores concurrentes, deberá hacer especial 
énfasis en el diagnóstico y el tratamiento, 
así como en los riesgos de la enfermedad 
y la intervención (serán los riesgos específicos) 
y de las posibles consecuencias o secuelas. 
[23] Obvio es decir que el profesional 
sanitario deberá preocuparse de que la 
información fac ilitada conste por escr ito, 
dado que sólo a él le competerá, en su caso, 
la prueba de su existencia. Así la STS de 10-
11-98: "Que es doctrina de los Tribunales 
atribuir la carga de probar que fue cumplido 
e/ deber de informar a los facultativos que 
la afirman" . Igualmente, la STS de 19-4-
99 

El derecho a la información se 
recoge en el artículo 1 O de la Ley 14/86, 
de 25 de abril, Genera l de Sanidad: 

1) todos tienen derecho a que se les dé 
en términos comprensibles, a él y a sus 
familiares allegados, información completa 
y continuada, verbal y escrita, sobre su 
proceso, incluyendo diagnóstico,· pronóstico 
y alternativas de tratamiento; 

2) a /a libre elección entre /as opciones 
que le presente el responsable médico de 
su caso, siendo preciso el previo consenti­
miento escrito del usuario para la realización 
de cualquier intervención excepto en los 
siguientes casos: 

• cuando la no intervención suponga un 
riesgo para lo salud público 

• cuando no esté capacitado paro tomar 
decisiones, en cuyo coso el de recho 
corresponde o los familiares o personas a 
él allegados 

• cuando la urgencia no permita demoras 
por poderse ocasionar lesiones irreversibles 
o existir peligro de fallecimien to (es preferible 
la protección de la salud aunque se quebran­
ten valores religiosos) [24] 

3) A negarse o/ tratamiento debiendo 
solicitar el alto voluntaria 

[21] Esta Sentencia es comentada por Luis Martínez 
Cal cerrada en "Responsabilidad médica en su dualidad 
funcional: cirugía asistencial, cirugía satisfactoria. 
Comentarios a la STS de 25 de abril de 1994". LA 
LEY 1995-3 
[22] Sánchez Caro cita una Sentencia de la Corte de 
Casación Francesa de 21-2-61 que dice que la infor· 
mación "ha de ser simple, aproximativa, inteligible 
y leal". 
[23) Antoio Viana Conde. en "EL consentimiento 
informado del enfermo". LA LEY 1996-2, dice que 
la información habrá de ser clara (en términos com­
prensibles, dice la Ley), simple (no se puede exigir 
una explicación cient ífica, sino que será adecuada a 
la cultura del enfermo), leal (sin ocultar la verdad) y 
escrito. 
[24] En el Código Penal se tipifica como delito de 
omisión del deber de socorro la conducta del que no 
socorriere a una persona qtte se h• llare desamparada 
y en peligro manifiesto y grave 
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4) A que quede constancia escrito de todo 
su proceso recibiendo un in forme de 
alto al finalizar su estancia en el centro 
hospitalario 

En otros leyes se establecen derechos de 

información: 

• Ley 26/89, de 19 de junio, General 

para lo Defensa de los Consum idores y 

Usuarios 

• Ley 39/ 89, de 22 de novie_rnbre, sobre 

Reproducción Asistido Humana 

• Ley 25/ 90, de 20 de diciembre, del 

Medicamento 

• Ley 29/80, de 21 de junio, de Autopsias 
Clínicas. 

El consentimiento informado correctamente 

emitido por el paciente o sus familiares 

incluirá la aceptación de un eventual resul­

tado negativo y las consecuencias perjudi­

ciales del mismo, siempre que unos y otros 

se produzcan sin culpo o negligencia del 

profesiona l sanitario, y sin perjuicio de que 

pudiera existir uno responsabilidad objetiva 

de la Administración. 

La S. Audiencia Provincial de Badajoz de 

22-4-91 entiende que el deber de informa­

ción no forma parte del deber de cumplir 

con la lex a rtis, sino que lo encuadra en el 

deber de buena fe contractual, señalando: 

" ... se ha de concluir que existió por su 
parte vulneración de un deber que, aun no 
integrado en el núcleo prestacional, le venía 
impuesto por la bueno fe contractual orts. 7 
y 1258 Ce)". 

No obstante, en opinión de SÁN ­

CHEZ CARO [25] cuando se ha condenado 

al facu ltativo no ha sido por el hecho de la 

falta de información sino porque realmente 

se ha producido un resul tado dañoso y el 

derecho a iG .iRdemniwción deriva de éste, 

utilizándose la falta de información obiter 

dicta (es decir, el razonamiento complemen ­

tario empleado por el Tribunal que no reper­

cute sobre el resultado del recurso), pues el 

daño producido es independiente de la 

existencia o no de información previa, ya 

que sería absurdo indemn izar la paciente 

no informado y negar lo mismo al informado, 

con ocasión de su frir el m ismo daño. 

VI.- CIRUGÍA ESTETICA 

En princip io, y durante años se ha 
mantenido la condeno del facultativo que 
como consecuencia de una actuación de 
este tipo se producía un resultado dañoso 
en el paciente, con fundamento en la idea 
de que las operaciones sólo se justifican por 
necesidades estrictos de sa lud, bien para 
salvar la vida, bien para restablecer la salud 
fisio lóg ica verdaderamente al terada por 
procesos patológicos. 

La cirugía estética se fundamento 
en motivaciones distintas a las de la actividad 
sanitario 'normal' [26], y los errores profe­
sio na les suponen perjuic io, si no para la 
sal ud, sí para la aspiración de bel leza que 
se había garantizado y se perseguía, y lo 
cual se habría n contratado los servicios 
especia lizados. No obstante, también cabe 
hablar en cirugía estética de impericia o 
negligencia profesional si se ha causado un 
detrimento del valo r estético persegu ido, 
equivalente, en su campo, al valor de lo 
salud que se pretende en lo intervención 
terapéutica [27], por lo que serán de aplica­
ción los reglas de lo lex ortis . 

Lo jurisprudencia ha sido más exi ­
gente en esto especia lidad médico configu­
rando en ocasiones una auténtica obligación 
de resultado. Ahora bien, o lo visto de lo 
amplio definición que lo OMS ofrece de lo 
sa lud [28], que debe alcanzar ta mbién al 
bienestar psíquico, parece claro que la cirugía 
estética deberá entenderse en muchos oca ­
siones como acti vidad curativo, por lo que 
debe tener el mismo tratamiento que una 
enfermedad no estético. 

Lo STS 25-4-94 señalo que en los 
cosos en que "/a medicino tiene un carácter 
voluntario, es decir, en los que el interesado 
acude al médico no poro lo curación de una 
dolencia patológico, sino paro el me¡ora­
miento de un aspecto físico o estético, o ... 
paro lo trans formación de una actividad 
biológica - la actividad sexual - ... el 
contrato, sin perder su carácter de arrenda­
miento de servicios, que impone al médico 
una obligación de medios, se aproxima ya 
de manera notoria al de arrendamiento de 
obra, que propicia la exigencia de una mayor 
garantía en la obtención del resultado que 
se persigue, ya que, si así no sucediera, es 
obvio que el interesado no acudiría al facu l-

[2~) Javier Sánchez Caro, "El derecho a la irúonnación 
... , citada. 
[26] Se distingue, a estos efectos, entre cirugía asis­
tencial o curativa y c irug ía estética o satisfactiva. 
[27] Martínez-Pereda Rodríguez, "La cimgía estética 
. .. " cit. , comenta: " Ello comporta un diferente criterio, 
una distinta vara de medir, para estas dos cirugías, 
terapéutica y embellecedora, mucho más laxa y tole­
rante con la primera que con la segunda. Ello no deja 
de ser razonable, por otra parte, porque la salud es el 
soporte de la vida y de todos los bienes y valores que 
comporta, entre los que se encuentra la propia belleza 
y el buen parecer. Así, frente al cirujano que extirpa 
un tumor maligno, el sentir general de la comunidad 
se muestra más comprensivo y tolerante con sus fallos, 
errores, descuidos y torpezas que ente el estético que 
pretende eliminar unas manchas en el rostro o rejuve­
necer el contorno facial del paso del tiempo. El primero 
no sólo no ha creado la situación de peligro, que ya 
existía y detemlinó precisamente su intervención, sino 
que ha actuado con la f inalidad de solucionar tal 
peligro, al paso de la innccesariedad de la segunda 
intervención, juzgada de pura oficiosidad y marcada 
con un fuerte reproche de haber desencadenado un 
riesgo, anteriormente inexistente, de una muerte o 
unos daños corporales por una mera mejora estética. 
La despro¡x>rción entre la creación de riesgos y fines 
perseguidos se proclama por sí misma .... Tampoco 
puede desconocerse que el mejoramiento en el aspecto 
personal pueda abrir mayores posibilidades de éxito 
social y de ventajas profesionales" . 
[28] " El estado de completo bienestar fís ico, mental 
y social, y no solamente la ausencia de dolencias o 
enfermedades" 
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totivo poro lo obtención de lo finalidad 
buscado. De ahí que esto obligación que, 
repetimos, es todavía de medios, se intensi­
fico, haciendo recaer sobre el faculta tivo no 

yo solo, como en los supuestos de medicino 
curativo, lo utilización de medios idóneos o 
tal fin, así como los obligaciones de informar 
. . . , sino también, y con mayor fuerzo aún, 

los de informar o/ cliente - que no paciente 
- tonto del posible riesgo que lo intervención 
acarreo, especialmente si ésto es quirúrgico, 
como de los posibilidades de que lo mismo 
no comporte lo obtención del resultado que 
se busco, y de los cuidados, actividades y 
análisis que resulten precisos poro el mayor 
aseguramiento del éxito de lo intervención". 

Lo S. Audiencia Provincial de Ta­

rragona de 19-11-97: "Cuando se trata de 
curar o mejoror o un paciente estamos en 
presencio de un arrendamiento de servicios, 
pero cuando SE? acude o un pro fesional poro 
obtener; en condiciones de normalidad de 
salud, olgun resultado que voluntariamente 
quiere consegvir, se aproximo yo, de manero 
notorio, al orrendomiento de obro". 

La S. Audiencia Provincial de Tole­

do de 23-3-98 dice que en estos cosos se 

exige un plus de responsabilidad, que no 

supone lo consecución a ultranza del resul­

tado ni lo inversión de lo cargo de lo pruebo. 

MARTI NEZ-PEREDA RODRÍGUEZ [29] sin­

tetizo del siguiente modo, lo doctrino juris­

prudencia! sobre esto especialidad médico: 

o) lo responsabil idad en supuesto 

dañoso con motivo de uno intervención 

estético se reconduce al campo de lo culpo 

contractual o responsabilidad 'ex contractu', 

por un contrato generalmente verbal, pero 

no se excluye lo conjugación y armonización 

de tal responsabilidad con lo culpo oquilio­
no. 

b) Lo responsabilidad contractual es 

algo más que el mero incumplimiento de 

lo prestación, sino que se convierte en uno 

responsabi lidad por daño. 

e) En cirugía estético se atiende o lo 

ideo del resu ltado obtenido como requisito 

de lo identidad de cumpl imiento de lo 

obl igación contraído por el profesional 

sanitario. Se trato de una obligación de 

resultado y lo rechazable no es sólo que no 

se logre el fin perseguido, sino que incluso 

se empeore la situ ación del paciente, lo 

que se patentizo más aún cuando la finalidad 

operatorio consiste en corregir una defor­

midad . 

d) No es suficiente la correcto actua­

ción quirúrgico del facu ltativo cuando el 

resultado no fue el previsto 

e) Como en lo medicino terapéutica, 

lo responsabilidad puede nacer de la au­

sencia de la debido y correcta información. 

D La conducta del facultativo debe 

enjuiciarse analizando debidamente la con­

veniencia de la intervención quirúrgica en 

el caso concreto, atendiendo para ello a 

los condiciones del paciente, a la razonabi­

l idad del fi n propuesto y a la deb ida 

valoración de los técnicas uti lizadas en el 

caso. 

.[29] José Manuel Martínez-Pereda Rodríguez, "La 
cirugía estética y su responsabilidad" Ed. COMARES 
1997. 
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Minoria de Edad y Responsabilidad Penal 

MIINORIIA DE EDAD Y 
RESPONSABIILIIDAD PENAl 

Ginés Valera Escobar 
Jefe de Sección 

Jurídico-Administrativo 
del Areo de Urbanismo 

y Patrimonio 
Inmueble del 

Ayuntamiento de El Ejido. 

1.- Ambito de 
aplicación de la Ley 

Lo promulgación de lo Ley Orgá­
nico S/2000, de 12 de enero, reguladora 
de lo Responsabi lidad Penal de los Menores 
obedece al desarrollo del contenido de lo 
derogado Ley Orgánico 4/1992, de S de 
junio, sobre reformo de lo Ley reguladora 
de lo Competencia y el Procedimiento de 
los Juzgados de Menores, que, o su vez, 
se publicó como consecuencia de lo de­
claración de inconstitucionolidod que del 
artículo 15 de lo Ley de Tribunales Tutelares 
de Menores, texto refundido de 11 de 
junio de 1 948, hizo lo sentencio del Tribu­
nal Constituciona l 36/1991, de 14 de 
febrero. Al ser los menores de catorce 
años inimputobles, corresponde o lo en­
tidad público que en el respectivo territorio 
le esté encomendado lo protección de 
menores lo asunción de la tutela de los 
que se encuentren en situación de desam­
paro, tal y como recogen el artículo 172.1 
del Código Civil, en su redacción dado 
por lo Disposición Fina l S0 de lo Ley Or­
gánico 1/ 1996, de Protección Jurídica del 
Menm, en relación con la Ley andaluza 
1/ 1998, de 20 de abril, de los Derechos 
y la Atención al Menor. Conforme o lo 
preceptuado en el artícu lo 19 del vigente 
Código Pena l, lo Ley objeto de esto re­
flexión se aplicará poro exigir la responsa­
bilidad de los personas mayores de este 
límite temporal y menores de dieciocho 
años por la comisión de hechos tipificados 
como delitos o fa ltas en este texto punitivo 
o los restantes leyes penales especiales, 
salvo los supuestos de exención o extinción 
de la responsabilidad; así como o los 
personas mayores de dieciocho años y 
menores de veintiuno imputados en lo 
comisión de hechos delictivos, cuando el 
Juez de Instrucción competente, o ídos el 
M inisterio Fisca l, el Letrado del imputado 
y el equ ipo técnico así lo declare expresa­
mente mediante Auto, de apreciar lo con-

currencio de los condiciones enumerados 
en el artículo 4.2, que son: com isión de 
falto o delito menos grave -o los que se 
sanciono con peno de prisión de seis meses 
o tres años, entre otros penos menos gra­
ves- sin violencia o intimidación en las 
personas; que el imputado no hoyo sido 
condenado en sentencio firme una vez 
cumplidos los dieciocho años y que sus 
circunstancias personales y grado de ma­
durez lo aconsejen. 

Teniendo presente el ideario de 
la Convención de los Derechos del N iño 
de 20 de noviembre de 1989 {publicada 
en BOE en fecha 31/12/ 1990), los Trato­
dos Internacionales, lo Constitución Espa­
ñola y lo doctrino consagrada por el Tri­
bunal Constitucional en las sentencias 
36/1991 y 60/199S, el legislador porte 
del principio de que lo responsabi lidad 
penal de los menores, frente a la exigible 
o los adultos, presento un componente de 
intervención educativo esencial inspirador 
de todo el sistema y de las medidas apl i­
cables o los infractores, sin merma de las 
garantías constitucionalmente reconocidos 
a todo justiciable. 

2.- Intervención del 
Ministerio Fiscal 

Lo instrucción del procedim iento 
corresponde al Ministerio Fiscal, atribución 
que yo introd ujo como novedosa la 
meritado Ley Orgánico 4/ 1992, de S de 
junio. Según los hechos sean o no indicio­
riomente constitutivos de deli to, podrá 
admitir o no o trámite lo denuncio ante él 
presentado , con custodio de las piezas, 
documentos y efectos ocupados. Practica 
los diligencias necesarias poro lo compro­
bación del hecho y de lo responsabilidad 
del menor en su com isión, pudiendo re­
solver o, bien el archivo de las actuaciones 
si los hechos no constituyeren delito o no 
tengan autor conocido, o la incoación de l 
exped iente, del que también puede desistir, 
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así como de su cont inuación cuando se 

hayo conciliado el menor con la víctima 

o hoyo asumido el compromiso de reparar 

el daño causado o a cumplir lo actividad 

educativo propuesto por el equipo técnico 

en su informe. Decide también si quedo 

en libertad el menor detenido o lo pone 

o disposición del Juez de Menores. Co­

noce inicialmente sobre la admisión o no 

del perjudicado en instrucción y le informo 

de su derecho a l ejercicio de acciones 

civiles. Y requiere igualmente, del equipo 

técnico la elaboración de un informe 

sobre cualquier circunstancia del menor 

relevante a los efectos de lo adopción de 

las medidos previstos. Uno vez acabado 

lo instrucción, el Ministerio Fiscal resolverá 

lo conclusión del expediente y lo remitirá 

al Juzgado de Menores, junto con las 

piezas de convicción, con un escrito de 

alegaciones y la propuesta de alguna de 

las medidas que en el epígrafe siguiente 

serán trotados. En este mismo acto pro­

pondrá lo pruebo de que intente va lerse 

y la participación en el acto de lo audien­

cia de aquellos personas o representantes 

de instituciones que puedan aportar al 

proceso elementos va lo rativos y de lo 

conveniencia de las medidos solicitadas. 

El Ministerio Fiscal podrá también solicitar 

del Juez de Menores el sobreseimiento 

libre o provisional previsto en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, de aplicación 

supletorio. 

Como resulto que corresponde 

al Ministerio Fiscal, además de esto fun­

ción de instrucción y acusación, la de­

fensa de los derechos que o los menores 

reconocen las leyes, puede dar lugar esto 

duplicidad o confusión, que se ejemplifico 

en el artícu lo 17.2, al exigir lo presencia 

de dos Fiscales distintos en lo declaración 

del detenido en defecto de aquéllos que 

ejerzan lo patrio potestad, tutelo o guardo 

del menor. 

En fase de instrucción, es com ­

petente el Juez de Menores del lugar 

donde se hoyo cometido el hecho punible 

-cuya competencia objetivo regu ló por 

vez primera el artículo 97 de lo Ley Or­

gánico del Poder Judicial de 1985 al 

sustituir o los Tribunales Tutelares de 

Menores- poro los siguientes actuaciones, 

entre otros: dil igencias de trámite tras 

doción de cuento del porte de incoación 

del expediente comunicada por el Minis­

terio Fiscal; notificación de la incoación, 

requiriendo al menor poro que designe 

Abogado o nombramiento de oficio; aper­

tura de pieza separado de responsabi lidad 

civil e instrucción de derechos al perjudi­

cado; adopción de medidos cautelares, 

o solicitud del Fisca l, poro custodio y 

defensa del menor expedientado; recep­

ción de informe del equipo técnico sobre 

lo situación psicológico, educativo, familiar 

y entorno social; aprobación del compro­

miso que dé lugar al sobreseimiento por 

conciliación o reparación cuando lo víc­

tima seo menor o incapaz; resolución 

sobre la admisión y práctico de diligencias 

restrictivos de derechos fundamentales 

solicitados por el Ministerio Fiscal o por 

el Letrado del menor; resolver sobre lo 

admisión de pruebas solicitados por el 

Letrado del menor y denegadas por el 

Ministerio Fiscal y, finalmente, decretar el 

sobreseimiento del expediente. 3 . -
Medidas susceptibles de ser 
impuestas a los menores 

Procticodo lo pruebo admitido, 

final izará lo audiencia regu lado en los 

orts. 31 y ss, o lo que asistirán el Ministerio 

Fiscal, el perjudicado, si se ha personado, 

el Letrado del menor, un representante 

del equipo técnico informante, y el propio 

menor. El Juez de Menores dictará sen­

tencio sobre los hechos sometidos o de­

bote y se pronunciará sobre las medidos 

propuestos que o continuación paso o 

comentar, con indicación de su contenido, 

duración y objetivos, bien entendido que 

se troto de medidas no punitivos de co­

rrección de conductos de l menor, con 

finalidad reeducodoro y de readaptación 

socia l. Así: 

1) Internamiento en régimen cerrado 

(aplicable cuando en la cal ificación de 

los hechos se establezco que en su comi­

sión se ha empleado vio lencia o intimi­

dación), semiabierto o abierto, según el 

cual los menores sometidos a lo mismo 

residirán o no en centro específico y 

desarrollarán dentro o fuera del mismo 

actividades formativas, laborales y de 

ocio. 

2) Internamiento terapéutico, que se apli­

cará en centros de esto naturaleza cuando 

exista adicción al a lcohol, sustancias 

psicotrópicos o an oma lía psíquico del 

menor previa o la comisión de un hecho 
delictivo. 

3) Tratamiento ambulatorio, con perma­

nencia del menor en su entorno, pero 

asistiendo al centro designado poro el 

adecuado tratamiento de la alteración 

psíquico o adicción . 

4) Asistencia a un centro de día o realizar 

actividades de apoyo educativo o laboral. 

S) Permanencia de f in de semana del 
menor en su domicil io o en un centro 

durante un máximo de 36 horas. Medido 

especialmente contemplada poro los que 

realizan actos de vandal ismo o agresiones 

leves en es te espacio temporal. 

6) Libertad vig ilada. Consiste en efectuar 

por entidad público o profesiona l un 
segu imiento del menor en su normal 

actividad, procurando superar los factores 

que determinaron lo infracción de acuerdo 

con un programo de intervención. Tam­

bién quedo el menor vinculado al cum­

plimiento las reglas de conducta impuestos 

por el Juez, que pueden ser: obligación 

de asistir regularmente al centro docente, 

o de someterse o programas formativos, 

de educación sexual, vial y profesionales; 
prohibición de acudir o determinados 

lugares o de ausentarse de su residencia 

sin autorización; obligación de residir en 

lugar determinado o de comparecer ante 

el Juez poro informar de sus actividades, 

y cualquier otra que éste estime conve­

nientes para lo reinserción social siempre 

que no atenten contra su dignidad perso­

nal. 
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7) Convivencia con otro persono, familia 

o grupo educativo para orientar al menor 

en su proceso de socialización. 

8) Prestaciones en beneficio de lo comu­

nidad, que no podrá ser impuesto sin 

consentimiento del menor. Se trota de 

hacer comp render al ofensor durante lo 

ejecución de lo misma, que lo Sociedad 

o alguno persono individualizada ha po­

decido de modo injustificable uno conse­

cuencias dañosas derivadas de su i lícito 

actuar, y que por ello, al ser reprochable 

su conducto, lo prestación de estos trabajos 

no retribuídos en beneficio de lo mismo, 

cuya naturaleza guardará relación con 

los bienes jurídicos afectados, deviene un 

acto de reparación justo. 

9) Realización de tareas socio-educativos 

dirigidos a facilitarle el desarrollo de su 

competencia social. 

En cuanto o lo ejecución de todos 

estas medidos jud icialmente impuestos, 

corresponderá o los entidades públicos 

de protección y tutelo de menores de las 

distintos Comunidades Autónomos, siem­

pre ba jo control y vigilancia del Juez de 

Menores. Ello no obstante, durante lo 

ejecución de las medidos, o en cualquier 

momento, el Juez de Menores podrá dejar 

sin efecto aquéllos, reducirlo o sustituirlos 

por otros que se estimen más adecuadas 

siempre que red unde en interés del menor 

y se le exprese el reproche merecido por 

su conducto. 

Para concluir lo exposición, con­

viene destocar uno último consideración. 

El Proyecto de Ley Orgánico sobre Medidas 

Urgentes poro lo Agi lización de lo Admi­

nistración de Justicia, por la que se modi­

fico lo Ley Orgánico 6/1985, de 1 de 

julio, del Poder Judicial, (con entrada en 
cabo por el Juez para hacer comprender 

el Congreso el día 23/06!2000), prevé 

1 O) Amonestación o reprensión llevado a 

lo gravedad y consecuencias del hecho , 
una seria de medidas precisas para !a 

cometido, instando o que no vuelva o 
aplicación de esto Ley Orgánica 5!2000, 

realizarlo en lo sucesivo. 

11 ) Y por último, privación del perm iso 

de conducir ciclomotores o vehículos o 

motor, o el derecho o obtenerlo, o de las 

licencias administrativos para caza o poro 

uso de cua lqu ie r t ipo de armas. 

Cuando los hechos cometidos 

sean calificados de falto, solamente se 

podrán imponer los medidas seña ladas 

con cardinal S) hasta 4 fines de semana, 

8) hasta 50 horas, 1 O) y 11 ). Poro los 

menores de 16 años se establece uno 

duración máxima de medidas en torno o 

los dos años, con abono de lo cumpl ida 

couterlormente; 1 00 horas poro lo medida 

de prestación en beneficio de lo comunidad 

y lo de permanencia en ocho fines de 

semana. Poro mayores de esto edad, si se 

ha empleado la violencia o intimidación 

en lo comisión del hecho, el tope máximo 

se fij o, respectivamente, en cinco años, 

200 horas y 16 fines de semana. 

cuyo Disposición Final Segundo exige la 

creación de los Solos de Menores en los 

Tribunales Superiores de Justicia, y lo 

adecuación de los Juzgados de Menores, 

que serón servidos por Magistrados. El 

conjunto de estos propuestos supondrá 

también la mod ificación de lo Ley 

50/1981, de 30 de diciembre, por lo que 

se regulo el Estatuto Orgánico del Minis­

terio Fiscal. Pero sucede que aproximán­

donos a lo conclusión del período de 

vacatio legis (enero de 2001), lo falta o 

insuficiencia de infraestructu ras adecuados 

poro el correcto desarrollo de lo norma 

podrían convertirlo en inaplicable, como 

yo han denunciado distintos Consejeros 

autonómicos con competencia en la ma­

teria. Habrá, pues, que estar expectantes 

a los acontecimientos, y no sería de extra­

ñar lo posibilidad de aplazamiento de lo 

entrado en vigor de esto avanzado Ley. 1 
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LA UVA DE ALMERIIA Y 
EL DERECHO ADMIINIISTRATIIVO 

... Ginés Pastor Medina 
,.. Secretario de Administración Local 

( 1) Dato del Proresor A. Sánchez Picón. 

La provincia de Almería hasta siglo pasado. O tra coyuntura favorable 

el último tercio del sig lo pasado ha para la economía almeriense la cons­

sido la penú ltima de España en renta tituyó el cultivo, comercial ización y 

per cápita. Concretando más, fue la exportación de la uva de Almería de-

segunda en pobreza. Ha sido tierra de 

emigración a Cata luña, América del 

Sur, Francia y Alemania especialmente. 

Inc luso , hu bo desp lazam iento de 

" temporeros" a otras provincias anda­

luzas. conviene subrayar que nuestra 

provincia es la menos l luviosa de la 

Península; que es una de las más mon­

tañosas; que no estuvo comunicada 

por ferrocarril hasta fi nales del siglo 

XIX; que la red de ca rreteras comarca­

les no estuvo terminada hasta la déca­

da de los años treinta del siglo pasado. 

Además, los siglos XVI y XVII estuvo 

terminada hasta la década de los años 

treinta del siglo pasado. Además, los 

siglos XVI y XVII fueron de gran regre­

sión económica; que repercutió en la 

pérdida de cargos públicos de nom­

bramiento real del Consejo de Almería 

por carecer de ingresos para sostener­

los. 

Después de varios siglos de 

inercia y de penurias, el primer despe­

gue económico de la Provincia surgió 

con la exp lotación de las minas de 

plomo, de hierro, y fund ición en algu-

nominada también de "embarque" o 

de "Ohanes". Las primeras planlocio­

nes de ubicaron en Berja, Dolías, Oha­

nes y Canjaya r. El cu ltivo se extendió 

después a las comarcas del Alto An ­

darax, Alto Almanzora y Rio Nacimien­

to . La época comprendida entre los 

años 1900 y 1940 fue la de mayor 

produccón, que reba só las 40.000 

toneladas anuales. (1) Gran Bretaña 

fue el primer país importador seguido 

de Estados Unidos. 

En la década de los años cua­

renta coincidió la caida global de las 

exportaciones de la uva con la dismi ­

nución del consumo interior. Ante esta 

situación catastrófica, los para lelos , 

exportadores y autoridades provinciales 

pres ionaron al min istro de Comercio 

para que se incrementara el consumo 

de uva en el mercado nacional. Las 

medidas que se adoptaron fueron ex­

peditivas -ahora impensable porrazo­

nes de legalidad y respeto al principio 

del libre juego de la oferta y la deman­

da-, se obl igaba a los españo les a 

consumir uva de A lmería. Recuerdo 

nos casos. Periodo comprendido desde que hace unos años leí en un periódico 

mediados del siglo XIX a mitad de l una entrevista a un famoso locutor de 
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radio con motivo de uno vida profe- el consumo de las uvas de A lmería y 

sional tuvo que decir en las emisoras; el vino de lo Mancha." Tras la lectura 

entre otras, uno nota informativo que del texto anterio r es preciso destocar 

difundió por radio Zaragoza : "Hoy la labor encomiable del Estado que 

hoy que comprar uva de Almería". En en aquella época acud ió en defensa 

efecto, la máquina de la Administra- de los maltechas economías de Alme-

ción, entonces centralizada y jerorqui- ría y de la región manchego, aunque 

zoda, obligo o todos los españo les a el procedimiento empleado por los 

comprar la fruta almeriense; también 

fue obl igatorio en los hoteles y fondas 

en los postres . La ind icada medida 

corecitiva del Estado en los años cua ­

renta tuvo trascendencia social, y sobre 

todo jurídico que es el aspecto que 

comentamos en est e artículo. 

Un destocado tra tadista de 

Derecho Admin istrativo y de Derecho 

Ambiental, Ramón Martín Mateo, con 

el que he conversado varios veces 

porque ha sido Interventor de Admi ­

nistración Local, en su "Manua l de 

Derecho Administrativo" (1994) trae 

autoridades centrales es impracticable 

actualmente por rozones de legalidad 

-el Estado de Derecho comprende 

todos los ciudadanos a la hora de 

comprar cualquier merca ncía . 

En defin itiva, en los tiempo 

que vivimos comprendo que el lector 

de este artícu lo se sorprendo al leer 

el epígrafe, porque d irá ¿qué tiene 

que ver lo uva de Almería con el De­

recho Administrativo? En este breve 

relato encuentra la justificación. Ahora 

que el Estado privatizo lo empresa 

púb lico, que no plani f ica, y que la 

o colación lo de "los uvas de Almerío" esfera de libertad individual se ha 

al trotar la actividad de coacción ad- ensanchado, resulta que el Derecho 

min istrotivo en el contexto de "Los Administrativo pierde sustantividad en 

poderes de lo Admin istración Público benefic io del Derecho Me rcanti l . 

y el principio de legalidad". Afirmo el 

autor que la Admin istración en el 

ejercicio de sus poderes está sometida 

o los leyes; que no es un poder sobe­

rano. Resalta los poderes implícitos e 

inherentes de la Admin istración ... " 

cuando los particulares se encuentran 

por haberlo decid ido ellos mismo en 

situaciones reglamentarios " .. . " Esto 

situación reg lamentaria hoce que en 

algunas ocasiones se hoyo podido 

imponer a los ciudodonoos españoles 

Ginés Pastor Medina 

Secretario de Administración Local 

Otra coyuntura 

favorable para la 

economía almeriense 

la constituyó 

el cultivo, 

comercialización y 

exportación de la uva 

de Alme ría 
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Como único Profe­
sor Ponente repre­
sentante de lo Uni­
versidad de Almerío. 
Lo Ponencia, que fué 
considerado un temo 
estrel lo del Congreso 
poro nuestros agri­
cu ltores, troto el temo 
de lo " Respon­
sabilidad por se­
millas, semilleros y 
tansgénesis" 

La conferencia, muy densa, estuvo estructrada en cinco apartados 
bien defi nidos: 

Primero. Se hace una introducción al tema, con 
carácter general , - destacando aspectos agronómicos y la 
importancia sociológica y económica de los invernaderos, y 
de la trascendencia de las exportaciones de horta lizas, para 
hacer constar que uno de las rezones de los avances tecnológicos 
de nuestra agricu ltura hoy que buscarlo en la reconversión 
varietal de as semillas, con introducción de semillas 
híbridas, más resistente a los patógenos, más homogénea 
en sus frutos, y másestables en sus carácteres esenciales, 
y tras hacer una breve referencia a hábitos dietéticos, se afirma 
que la sociedad hoy exige que sean muy seguas, y que hay 
que esta r muy sensibilizados con las de alas hortalizas, al ser 
en su gran porte importadas, porque los hortalizas se consumen 
en fresco, y recuerdo quela sociedad españolo sesensibilizó en 
su momento con el aceite de colza desnaturalizado, lo mismo 
que lo sociedad europea se sensibi lizó con el consumo de 
carne vacuna bri tánica, las vacas locas, afectadas por la 
encefalopatía espngiforme que literlmente agujerea el cerebro 
y que causó m' ás de cincuenta personas muertas, prohibiéndose 
la comercial ización de la carne británica . 
Dado que la g lobalización de la econ¿mía exige calidades 
normalizadas, con homogeinización de la calidad, e l 
elevado coste de las semillas tecnológicas hace que el 
agicultor se preocupe y prevea su utilización con criteior 
empresarial, industrial, aunque el producto final sea 
agrario. De ahí la importancia de lo calidad y de las caracte­
ríst icas de las semi ll as, y de los semilleros, que generan 
seiscientos millones de plántulas que luego han de ser trons­
plantadas a los invernaderos, y que mueven más de cinco mil 
millones de pesetas . Porque el peligro es que las semillas 

estén afectadas de virus o bacterias, como el invernadero 
de hongos, que afecten a la mosca blanca, que ha arruinado 
plantaciones de tomates . De ahí deriva ya una primera 
responsabilidad que hay que indemnizar. De todos modos 
debe recordarse que en nuestro agro de momento solo 
hay semilla hibridada, no transgénica, lo que ante la 
desconfianza europea hacia productos tonsgénicos, hace que 
nuestros productos ofrezcan gran seguridad y se afiancen en 
su cuota de mercado. 

Segundo. En el segundo apartado,- por su transcen­
dencia sociológica e influencia en el medio ambiente, -dedicado 
al problema actual de las tansgénesis, recuerda que 
mercados mundiales, especialmente en el sector marma­
céutico, fitosanitario y agroindustrial. La m etería prima 
base de muchas industrias es eiADN, tan antigua como 
el hombre, pero post moderna como componente intan ­
gible al tener utilidad de producto comercializable mediante 
reservas de derechos de propiedad intelectual, y or tanto 
de patentes , en conjunción con técnicas de biología 
molecular, de secuenciación ADN, de ingeniería genética 
o química recombinante. De modo que hay un enorme 
potencial económico en la Investigación más Desarrollo, y que 
permitiría que las sem illas puedan tener determinadas caracte­
rísticas inducidas, de color, textura, sabor, característicos nutricios, 
exentas de patógenos, o con menor necesidad hídrica o incluso 
admitir el riego de aguas sa linas, lo que paliaría de golpe el 
problema de la sobreexplotaciónde acuíferos, o con menor 
necesidad de tratamiento fitosanitario por tanto sin acumulación 
de residuos tóxicos, y menor contaminación, mayor producción, 
menores costes, etc. beneficios que hacen que puedo terminarse 
con el hambre en zonas del Tercer Mundo, sin efectos perjudi ­
ciales a lo salud o el medio ambiente, y recuerdo que por 
ejemplo ya hay arroz dorado, que med iante transgé nesis, 
aumenta la vitamina A, y previene, la ceguera infantil. Pero 
también es cierto que ante determinados temores, por ejemplo, 
que hoyo semillas resistentes o antibióticos, que multipliquen 
enfermedades, o hagan más difícil su erradicación, y dada lo 
desinformación existente, países como Grecia, Austria, Luxem ­
burgo o Francia, se oponen o importar colza tronsgénico, los 
japoneses rechazan el tomate tensgénico de EEUU, los británicos 
exigen un etiquetado específico, y se exigen muchos pruebas 
de campo, antes de aceptar los productos tansgénicos, porque 
aún se recuerdo el coso del DDT, y su acumulación en lo leche 
moteno, o el de lo talidom ida, que ero un ontihemético poro 
embarazados, que produjo malformaciones grovísimos en los 



- SALAde f86AS VI Congreso Mundial de Deredho Agrario 

fetos, o los clorofluorocarbonos que reac­
cionan con la luz ultravioleta y destruyen 
lo capa de ozono, etc. productos que en 
su momento contaron con la aprobación 
de las científicos, pero que las compañías 
multinacioneals, viendo solo beneficios 
ecónomicos, comercializaron inmediata­
mente, pero por ello causaro n daños 
irreversibles. Porque los científicos saben 
lo que saben, pero no saben lo que igno­
ran. Por eso hay que estor muy seguros 
de los nuevos productos tecnológicos que 
ignoran. Por eso hay que estar muy seguros 
de los nuevos productos tecnológicos que 
llegan al mercado y de su inocuidad. De 
ahí el riesgo de que se produzcan nue­
vos alérgenos, o toxinas, como el caso 
del aminoácido triptófano, que producido 
como suplemento alimenticio para los 
atletas, como fermentación natural de una 
bacteria, fue luego estimulada genética­
mente para mayor eficiencia, y terminó 
sin embargo produciendo inadvertidamente 
una poderosa toxina que ocasionó en 
EEUU muchas muertes, si no parálisis, 
artritis, etc. De manera que debe enten­
derse que los Estados deben antes pro­
teger a los consumidores que a las 
compañías de biotecnología, y la res­
ponsabilidad no es solo jurídica, es 
también política y moral, pero la jurí­
dica debe ser objetiva, y solidaria entre 
las compañías que provueven, comercia­
lizan, importan y distribuyen estos produc­
tos, incluso de las autoridades mismas 
que los hayan autorizado, si luego surgen 
daño. Porque además se llega a la 
semilla genéticamente esterilizada, 
que obliga luego a su adquisición co­
mercial para otras campañas, o quími­
camente dependiente de otros produc­
tos que casualmente son de esas 
mismas compañías o su filiales, y eso 
se traducxe en bioescalvitud, con des­
aparición de reservas de semillas tra­
dicionales de plantas que nos han 
alimentado miles de años, con pérdida 
de biodiversidad, y con los peligros 
inherentes. No obstante tambien recuerda 
que hay científicos que entienden que en 
diez años habrá productos transgénicos 
de segunda generación que sirvan a la 
causas de la ecología, y no debe haber 

alarma injustificada, porque se llegaría al 
ecostalinismo, y Gobierno encargó a una 
comisión científica que analizara los peli­
gros para las personas, al correr el tren 
más que los ca ballos, y llegaron a la 
conclusión que se producirían daños ce­
rebra les a los viajeros ... En la cumbre 
de Montreal de Enero de este año, 
para el protocolo de Bioseguridad, la 
Unión Europea ha conseguido aprobar 
que los países tienen derecho de veto 
a la importación de transgénicos, en 
tanto la ciencia no sea más segura , 
pero en cambio no se ha consegu ido un 
etiquetado específico, sino solo genérico, 
en el sentido de que el productoa "puede 
tener elementos transgénicos" a instancia 
del grupo de Miami, (EEUU, Canadá, 
Argentina, Chile, Uruguay y Australia, 
grandes productore.s de granos) lo que 
parece insuficiente, y que solo pretende 
proteger a las compañias de biotecnología. 
España, con el reciente R. Dto. 323 de 
3 de marzo pasado, adopta una política 
de exigencias, de riguroso control y 
prevención, que no coarta tampoco 
los avances de la biotecnología, ya 
que puede proibir o autorizar la pro­
ducción o las cond iciones adecuadas 
del cultivo y comercialización de semi­
llas trasgénicas, las condiciones para 
su inscripción registra! , el plan de se­
guimiento, el procedimiento de eva­
luación de riesgos, y es rigurosa en la 
exigencia de etiquetaje expreso si la 
variedad está genéticamente modifica­
da, tanto en envases como alimento 
o como ingrediente alimentario, y de 
acuerdo con normas conumitarias y 
con decisiones adoptadas por el Comité 
Permenane de Semillas y Plantas agrí­
colas, hortícolas y Forestales de la 
Unión Europea. 

Tercero. El tercer apartado, 

-respecto al ámbito de la normativa 

comunitaria- se refiere a algunas 

reflexiones sobre el alcance de Directiva 

85/ 37 4 de la CEE, sobre responsabili­

dad del fabricante por productos de­

fectuosos, trasuesta en nuestra Ley 

22/ 94 sobre responsabilidad extracon­

tractual basada en el defecto del pro­

ducto, que sustituye a la culpa como 

los Estados deben 
antes proteger a los 

consumidores que a las 
compañías de 

biotecnología, y la 
responsabilidad no es 

solo jurídica, es 
también política y 

moral, pero la jurídica 
debe ser objetiva, 

y solidaria 

8 
N 
w 
o 

iY? 
w 
z 
w 

<D 

1 ~ 

• 



o 
o 
N 
w 
o 

ii 
w z 
w 

r.o 
(') 

o z 

• 

-SALAde TOGAS VI Congreso Mundial de Deredho Agrario 

criterio imputativo de la responsabili­

dad, entendiendo que las semillas 

están dentro del ámbito de la Directi­

va, pese a ser materia prima agrícola, 

- materias que en general están o 

estaban excluídas del ámbito protector 

de la Directiva- porque la semilla de 

nuestro campo es semilla al menos híbri ­

dad, por tanto, manipulada y por tanto 

ha habido transfomración inicial, y en tal 

caso fabricado, y por consecuencia al 

mismo tiempo natural y artificial, porque 

sin tales man ipulaciones, seriadas, no 

merecería considerarse variedad vegetal 

"nueva", merecedora de protección y 

registro administrativo, interpretación 

avanzada que corroborada por la Direc­

tiva 1999/34 DE, produce determinados 

efectos, como por ejemplo alarga a favor 

de los agriculotores el período hábil de 

prescripción de la acción procesa l por 

responsabilidad extracontractual contra 

la casa productora de la semi lla, de uno 

a tres años. Y además la falta de 

seguridad no hay que entenderla solo 

como falta de seguridad física, ya que 

el daño producido por semilla pató­

gena o inapropiado, puede ser tam­

bién solo daño económico, e indem­

nizable, por no responder la semilla 

adquirida a legítimas expectativas. 

Hay que tener en cuenta toda la pu­

blicidad que se mueve en torno a la 

venta de la variedad de semilla que 

se adquiere, publicidad que debe con­

siderarse parte integrante del contrato 

de su adquisición, y no puede frustarse 

el legítimo interés del agricultor en 

esas expectativas, como parte más 

débil, y base por tanto de su posible 

reclamación judicial de daños. Al agri­

cultor le basta con probar el daño, 

será la casa de semillas la que deba 

probar el caso fortuito o la fuerza 

mayor para exonerarse de su respon­

sablidad indemnizatoria, con solidari­

dad entre la casa productora, impor­

tadora, y distribuidora, si son entidades 

jurídicas distinta . 

Cuarto. El cuarto apartado, -y 

en el ámbito del derecho privado - se 

refiere al carácter mercantil de la com­

praventa de las semillas, como compra 

inversión y capital circulante, lo que 

plantea el problema de interpretar las 

normas aplicables, si civi les o mercanti les, 

y la preferencia de su ra ngo, en estas 

transacciones, analizándose diversos as­

pectos sobre esta cuestión, de especial 

interés técnico para los juristas: Interpre­

tación del contrato, teoría de los riesgos, 

plazos aplicables de cartería o no, posible 

diferencia entre "defecto" y "vicio", accio­

nes posibles a entablar, (saneamiento, 

redhibitoria, quanti minoris o estimatoria, 

resarcitoria de daños) y su alcance, etc. 

Quinto. Y en el quinto aparta­

do- ya con incidencia en el ámbito pro­

cesal, de las reclamaciones judiciales, 

se analizo tanto lo responsabilidad 

contractual como la extracontractual 

por la utilización de los semillas, en 

aspectos teóricos y prácticos, analizan­

do sus diferencias de estas vías de 

reclamación , con los parámetros ju­

risprudenciales que pueden seguirse, 

distingiendo las normas que rigen los 

contra tos de las normas q~e generan 

responsab ili dad por acto ilícito, y por 

tanto de responsabilidad subjetivo co­

mo objetivo , ante el problema de l 

agricultor dañado por la semilla , de 

demandar solo a la casa vendedora 

de esa semilla, con la que se contrató 

directamente, o a lo casa importado­

ro, o o la multinacional productora 

de la semilla, - con la que sin embargo 

tal vez no hubt:> contrato directo, pero 

que debe responder si la semi lla es 

patógeno o inadecuada o ineficiente 

en sus resultados y comportamiento, 

motivos que f 1ueron causa de su ad­

quisición, - y recuerda que hoy el Tribunal 

Supremo, -especia lmente en el Funda ­

mento primero de su magistral Sentencia 

Sala 1°, Ponente Sr. Sierra Gil de la Cues­

to, de 24 de ju lio de 1998,- viene reco­

nociendo el principio de unidad de culpo 

civil, y la aplicación de los principios del 

neminem laedere , y iura novit curio, y 

que no es ineludible opta r por una u otro 

vía, contractual o extracontractual, como 

excluyentes, porque a la parte dañada le 

basta presentar al Tribuna l elfactum, los 

hechos que generan el resarcimiento, que 

es lo que se pide, pa ra que el Tribunal 

elija una u otro clase de normas, en el 

concurso real o ideal de normas, yendo 

al fondo del asunto, sin que deba 

elud irse el conocimiento del asunto, 

aunque el fundamento formal jurídico 

aplicable sea tel de la respnsabilidad 

contractual , en vez de la extrocontrac­

tuol, o vicevers·o, ya que ambas acciones 

pueden ejercitarse alternativa o subsidia­

riamente u optondo por una o por otra, 

o incluso proporcionando los hechos al 

juzgador paro que éste aplique las normas 

de concurso de ambas responsabil idades 

que más se acomoden a ellos , todo a 

favor de la víctima y pa ra el logro de un 

resa rcim iento lo más completo posible, 

interpretación del ponente conferen­

ciante que si n duda favoreecería la 

posición de nuestrso agricultores a lo 

hora de reclamación de daños por 

deficiencias o v icios de las semi las 

utilizadas. 

LA PONENCIA TERMINÓ CON LAS 
CONCLUSIC)NES Q UE PODRÍAN 

OBTENERSE. 
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TOGAS Actividades Colegiales 

CURSO SOBRE 

LA LEY 1/ 200, DE 7 DE ENERO 

LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 

Clausura del Curso 

Excmo. Sr. Don Augusto Méndez de Lugo y López de Ayala . 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 

lltmo . Sr. Don José Arturo Pérez Mo reno. u 
<( 

Decano del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de Almería 
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MISA 
EN LA BASÍLICA 

DE LA VIRGEN DEL MAR 

liTRE COLEGIO PROVll~CIAL 

DE ABOGADOJJ DE ALMERI 

CONFERENCIA 
Responsabilidad del Empresario 

en Prevención de Riesgos Laborales 
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El pasado 21 de septiembre, ante la Junta de Gobierno, tomó posesión 
de su cargo de Delegado del Colegio en lo Partido Judicial 

de Roquetas de Mar el Letrado D. Juan Vicente Zapata. 

El pasado 29 de junio, ante la Junta de Gobierno, tomaron posesión 
de sus cargos de Delegados del Colegio en los Partidos Judiciales 

los siguientes colegiados: 

-~---. • Partido Judicial de Berja: 

r---"------------ ~¡¡;~-------~--, D. Jesús Tomás Saracho Megía 

En la foto aparecen los Delegados (fi lo de abajo), con la Junta de Gobierno (fila de arriba) 

• Partido Judicial de Huérca i-Overa : 

D. Pedro Lázaro Jiménez de Cisneros 

• Partido Judicial de Vera: 

D. Manuel Ruiz Orozco 

• Partido Judicia l de Vélez Rubio: 

D. Ramón Pascual Guirao 

• Partido Judicial de el Ej ido : 

D. José María Martínez Plazas 

• Partido Judicia l de Purchena : 

n rnrm.,ln Antnnin Mnr+ín.,7 Ánn\/n - · -~·, .. ~.~ , .... ~ ... ~ , "~ ' "' ·~-, .. ·~r~· 
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FESTIVIDAD DE SANTA TERESA DE JESUS 

20 DE OCTUBRE 

Con motivo de los actos por la festividad de Santa teresa 
se entregaron los dilemas a los colegiados que han 
cumplido 25 años en el ejercicio de la Abogacía . 

• D. Tomás María Espinosa Peñuela 
• D. Bernabé Andreu Montoya 
• D. Juan Bias Martínez Sánchez 

En la foto los Letrados distinguidos con el Decano del Colegio 

Se entregó el Premio "Decano Rogelio Pérez Burgos" al mejor 
expediente académico conseguido en la licenciatura de Derecho 
durante el curso 1999/2000, aue este año se conceció a D0 

MARIA DEL PILAR NAVARRO RODRIGUEZ. 

En la foto al fondo aparece la galardonada y en primer lugar 
D. Gregario Rodríguez-Comendador Pérez, que entregó el 
Premio, dirigiendo unas pelabas a los asistentes . 

Nos visitó, aceptando la invitación de la Junta de 
Gobierno, el Decano del Colegio de Abogados de 
Marrakech D. lbrahim Sadoq, que participó en todos 
los actos programados. 

En la foto el Decano de nuestro Colegio le hace 
entrega de una metopa en recuerdo de su estancia 
entre nosotros. 
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SANTA TERESA 2000 
DOMINO. TROFEO "JAIME MORALES" 

PAREJA SUBCAMPEONA D. Luis Oliva Martín 
D. Salvador Martín Alcalde 

PAREJA CAMPEONA David Barón Carrillo 
José Sabio 

TERCERO 
SUBAMPEON 
CAMPEO N 

TROFEO DE GOLF 

Emilio López Gutiérrez 
Juan Gordo Torres 
Juan Luis López-Ortega López 

CAMPEONATO DE MUS 

PAREJA SUBCAMPEONA José Ramón Cantalejo Testa 
Rafael de Murga Calvo 

PAREJA CAMPEONA David Barón Carrillo 
Miguel Palanca Rodríguez 

PADEL MASCULINO 

PAREJA SUBCAMPEONA D. Manuel Barranco Fernández 

COMPETICIONES DEPORTIVAS 
RESULTADOS 

D. Serafín Quero Martínez '----- ------------------l..LI.......I 

PAREJA CAMPEONA D. Abelardo Compra Leseduarte 
D. José Manuel Espinar 

PADEL FEMENINO 

PAREJA SUBCAMPEONA Da Isabel Viciana Martínez-Lage 

CONCURSO DE FOTOGRAFIA 
Ganador ... Bernardo Falcón Martín 

Da Edita Viciana Arias r----------------------. 

PAREJA CAMPEONA Da Teresa Cosano Pérez 
Da Carmen López 

FUTBOL SALA 

SEGUNDO CLASIFICADO "Los Atunes" 
PRIMER CLASIFICADO "Graduados Sociales" 

FUTBOL TROFEO "JOSE VENZA!:' 

CAMPEO N 

SUBCAMPEON 
CAMPEO N 

"Colegio Abogados Almería" 

PING-PONG 

D. José Feo. López Guillén 
D. Pedro Sánchez Díaz 
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Bii bl iiogra1fÍia 
Antonio López Cuadra 

De vacaciones, ya pasadas, que os deseo 
hayan sido muy felices, termino de leer 
"La corte esférica" de Aruro Pérez Reverte, 
en este triángulo del Sureste, por el que 
pasa el desarrollo de la novela. Vinculado 
al mar, como el protagonista, al menos 
durante este siempre corto periodo vaca­
ciona l, sentado en una roca con la caña 
fija de pescar, se hace el tiempo entrete­
nido y relajante más por la ingenua sor­
presa de cada ola diferene, verde, azu l 
o de blanca espuma, que por la aislada 
hundida del pequeño corcho rojo del 
seda l que avisa de la captura mínima y 
viva. A la vez, quedan en mi retina para 
el próximo ejercicio de asfalto urbano, la 
playa baja y arenosa, el chinorro fresco 
brillante, el sol tangente y secante en el 

horizonte, o la luna que recorta con su 
luz la costa almeriense. Y alguna frase 
para le meditación, del autor de la obra: 
"La Polar va a seguir en el mismo sitio 
durante los próximos veinte mil años, y 
cualqu ier navega ne que la contemple 
sentirá consuelo al verla allá arriba, por­
que es bueno que a lgo siga inmutable 

en alguna parte mientras la gente precise 
trazar rumbos sobres una carta náutica 
o sobre el difuso paisaje de ano vida". 

También he leído las obras de 
dos ilustres compañeros de nuestro Co­
legio de Abogados de Almería, "Canjayar 
pueblo alpujarreño" de Emilio Esteban 
Hanzo y "El Damián Téllez de Peralta. 
Dos obras que merecen estar en nuestra 
biblioteca. 

Siguiendo el orden cronológico 
de la recepción reciente de las mismas 
empezamos a comenta r, 

CANJAYAR, EN PUEBLO 
ALPUJARREÑO. 

Emilio Esteban Hanzo 
1 a edición . Marzo 2000 

ISBN 84-6070350-9 . 
Depósito Legal Al-74-2.000 

723 págs. 

Hay que adelantarse y tengo 
prisa por decir, que me parece una mag­
nífica obra, por su presentación, fondo y 
forma Felicidades Emilio. 

Su lectura nos sitúa ane un estu­
dio profundo y serio, como no podía ser 
de otra manera dada la experiencia, 
técnica literraria y preparación del autor, 
y sobre todo por el amor que justifica su 
esfuerzo en torno al pueblo que le io 

LIBRERIA 
UNIVERSITARIA 

PORTOCARRERO LIBROS, S.L. 
E-mail: lual @ arrakis.es 

nacer. Su pueblo. El estud io y el rigor 
aparecen "en el árduo trabajo de recom ­
poner los pa isa jes más destacados de la 
historia de Canjayar, adentrándose en el 
estuido de tradiciones, hitos, costumbres, 
monumentos, edificios, devociones, anéc­
dotas y biografras que definen con preci­
sión la personalidad de una comunidad 
humana y el perfil irrepetible de un pue­
blo." tal y como en la presentación del 
libro, dice Emilio Esteban Navarro-Hanzo, 
ilustre Notario, su hi jo. 

A ese rigor hay que unir el senti­
miento y el amor a la obra que el autor 
vive intensamente desde la primer página. 
Emilio Esteban es un hombre de corazón, 
cercano al abrazo, a la paz, al árbol, al 
campo y a la Santa Cruz de su pueblo . 
Y con estas premisas en el espíritu está 
acostumbrado a caminar por vesos y 
atardeceres. Lógicamente plasma ello en 
su obra, dejando un goteo limpio de luna 
en la fuente de su pueblo, cuando la 
ilustra con fotografías de poema y con el 
gozo del hijo bien nacido. 

Cuando antecede puede paracer 
un elogio de compañero y amigo, y por 
tanto desmed ido a impu lsos del afecto. 
Pero este comentario es solo producto de 
lo que he ido sintiendo conforme ha ido 
avanzando en la lectura de su feliz y 
logrado trabajo. Porque la obra sorprende 
con la alegría de un descubrim iento . 

iCuantas veces en la vida univer­
sitaria, o en otros foros más cercanos 
de la vida cotidian hemos echado de 
menos el orgulo de que nuestros pueblos 
fueran cantados y conocidos como se 
merecen! Sentíamos una envidia sana 
cuando entreyectos turí;;ticos, poéticos 
o conciertos musicales se hacia un re­
corrido por los pueblos de nuestra An­
dalucía y los de Almería apa recián au­
sentes, cuando no ignorados, dorm idos 
entre juncos o naran jos por el Andarax, 
por las Alpu jarras o entre invernaderos, 
calas o albuferas. 
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Emilio Esteban nos regala el her­
moso hallezgo mortrandonoslo entre ver­
des y grises paisajes. Sin duda que este 
libro, que ignoramos donde llegará en 
su transcendencia, dentro de la historia 
del panorama cultural de Almería, merece 
no solo el reconocimiento de la obra bien 
hecha, sino ser en este Sur de nuestra 
España, por su documentación, por su 
aná lisis sociológico, por su hondura, por 
ser un testimonio vivo y por su sensibilidad, 
alcanzar alturas privilegiadas que sirva 
de mode lo para que nuestros pueblos 
salgan a la luz desués de muchos sig los 
dormidos, y su conocimiento suba a las 
paratas y descienda al Mediterráneo y se 
sepan las características sociológicas, 
geográficas y económicas que singularizan 
la forma de ser y estar de nuestra gente. 

El conteniodo de la obra, se 
inicia con la contemplación de la Alpujarra 
como marco histórico-geográfico de Can­
jayar, en una primera parte, la segunda, 
referncias históricas sobre la etapa árabe 
y generalidades de las etapas posteriores, 
la tercera, personas, instituciones y suce­
sos. Señas de identidad de Can jayar. 
lndice onomástico y Bibliografía . El Con­
tenido página a página da lugar a una 
obro extensa que rezuma rigor, profundi­
dad y conocimiento de quien ha dedicado 
muchas horas de investigación, estudio 
y amor, a un tema tan querido como es 
su pueblo nata. Canjayar. Mapas topo­
gráficos y de vías pecuarias, planos ca­
tastrales, fotografías ilustrativas aderezan, 
repetimos, la obra bien hecha. Quizás 
por ello no me resisto a tras ladar algunos 
"flashes" de la misma, porque Emil io deja 
también abierto su sentir poético 
"Canjayar, surgiendo como un parto de 
Sierra Neva da, se derrama desde los 
montes al dulce asiento del valle. Con 
juncos del Andarax tej ió su cu na y des­
cansa y duerme meciéndos een lecho 
mullido con musgo del Río Chico y tren­
zado con tomi llos del Cerrón. Es Canjayar 
blanco como la espuma del Mediterráneo 
que no se aleja demasiado, sus casas de 
sabor árabe se dajan mirar por la nieve 
pura de sus a l tas cumbres de 
Monte negro ... " Y no faltan citas de qu ie­
nes se ocuparon de resaltar su belleza 
como el poeta maronita Kha lil Gibran o 
palabras de Federico G orda Lorca o en 

el propio poema del autor del libro: "Hay 
un pueblo blanco/ entre las montañas/ 
el más pintoresco/ de las Alpujarras./ 
Buscando el regazo/ de Sierra Nevada/ 
se exhibe y se esconde/ y juega en sus 
fa ldas ./ Estrellas y luna/ lo bañan de 
p lata/ y lo dejan solo/ a la luz de a lba/ 
Parieron sus tierras/ guerreros de raza / 
recios labradores/ de arado y azada/ 
sabios y humnistas/ de alcurnia y de 
fama./ Veneran la Cruz/ su luz y esperan ­
za./ Fue de Taha de Lúchar/ Vil la de 
Canjayar./ 

En la investigación histórica, em ­
prende su tarea desde la Prehistoria "Hay 
cierta nebulosa en la etapa prehistórica 
en casi todas las facetras que afectan al 
ser humano, a los pueblos y a las tierras 
en que se asentaron, nebulosidad que 
lógicamente abarca a la Alpujarra y a los 
pueblos que la integran, entre el los Can­
jayar. El origen de los pueblos, la semán-

tica de su actual denominación, la verda­
dera etimología de buena parte de ellos, 
se nos muestran borrosos incluso en el 
largo proceso posterior de la historia que, 
en el caso que vamos a estudiar de la 
Alpujarra y Canjayar, llega hasta nuestros 
días". Y se detiene en la Canjayar neolítica 
en la época árabe, convivencia de moros 
y cristianos, instituciones y usos, impuestos, 
sublevaciones, apeos, repartim ientos, 
repoblación y censos, agricultura, produc­
ción, minifunidios y accesos, hasta llegar 
a nuestras Cooperativas de hoay, barrios 
y parajes, Hermandades y Cofradías, 
gastronomía, costumbres y actividades 
lúdicas ... No se escapa nada a 1 inquietud 
investigadora y expositiva, incluso con 
llamadas y notas de indudable interés. 
Hasta los pregoneros de las fiestas patro­
na les, entre los cuales tengo el honor de 
ser citado por haber efectuado con todo 
cariño, el correspondiente a l año 1.974. 
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Lo tradición de lo Santa Cruz, que 
nos relato Emilio, creo debe ser tanscrita 
y divu lgado porque muchos almerienses 
ignoramos nuestros propias tradiciones y 
es bueno conocerlos '~rronco de un sueño 
tenido por el sacristán de la villa Juan 
Motios Pe ralta en el año 1 .611. Su visión 
se produjo durante tres noches consecutivos 
y en el las contemplaba Juan Motios una 
procesión de ángeles portando uno Cruz, 
que se dirigían a orar desde al altor mayor 
hasta el baptisterio del templo parroquial. 
Parece que no fue entendido ni creído el 
sacristán por porte de los vecinos de Con­
jayar incluido el párroco. 

Ante lo insistencia del sacristán 
en lo veracidad de su sueño y su convicción 
de ser éste una manifestación inspirado y 
en lo necesidad planteado -que yo se 
asumía colectivamente- de encontrar la 
insignia sobrada, decidieron los responsa­
bles locales excavar el muro del templo, 
en la parte inmediato del baptisterio. Fue 
encontrado en el interior del muro la reli­
qu ia a la que el puqblo entero desde 
entonces le rindió profundo vene ración. 

~ 

Era el d ía 19 de abril de 1 .661 ." 
La verdad es que es uno tentación 

seguir comenta ndo aspectos interesantísi­
mos de lo obro. Pero hay que terminar. La 
obra presentada por el Ateneo de Almería, 
en bri llante acto que reunió un numerosí­
simo púb lico en el Aula de C ultura de 
Unica ja, interviniendo lo propio presidente 
del Ateneo, Pi lar Quirosa, Emi lio Esteban 
Hanzo Navarro, Notario e hijo del autor, 
que jozo uno hermosa y lírico exposición, 
Eduardo Roca, President de la Real Acade­
mia de Jurisprudencia y Legislación y ca­
tedrático de Derecho Adn iminstrativo de 
la Universidad de Granada que entre otras 
cosas dijo que el autor "desde el entrañable 
rincón apujarreño , relizo uno aportación 
tremendamente valiosa par la integración 
de la Historio de España", y también Ba r­
tolomé Marín, Doctor en Filosofía y Letras, 
que a linea la obra entre autores como 
Pedro Antonio A lorcón y Gereld Brenabn. 
El autor, Emilio Esteban también intervino 
haciendo un sugestivo y brillante recorrido 
por la génesis del libro y su entorno. Fue 
y es, un día feliz paro uno obro importante. 

JUAN RONDA & ASOCIADOS 
AUDITORÍAS • PERICIALES • ADMINISTRACIONES JUDICIALES 

Desde 1978 

Le comunica su nuevo domicilio y teléfono en Barcelona, asi como sus servicios profesionales en: 

-Administraciones Judiciales en el embargo de Frutos y Rentas, en reclamación 
de cantidades, en proceso de liquidación de bienes gananciales ... 

- Auditorías, pruebas periciales económicas, contables, financieras, 
valoración del lucro cesante, de acciones, de empresas, 
del patrimonio ganancial en proceso de separación ... 

- Apoyo técnico en el estudio de viabilidad y formulaciones de demandas 
en las áreas citadas; daños y perjuicios económicos, análisis de balances, 
valoración de empresas, estudio de insolvencia ... 

Con posibilidad de ratificación en cualquier punto de España 
e.mail: juanronda@jet.es 





Elige bien. 

• Elección libre de Médicos y Especialistas. 
• Más de 200 Clínicas privadas con 

habitación individual. 
• La mejor atención estés donde estés. 
• Tarjeta Adeslas Oro para cada asegurado. 

!Cámbiiate a Adeslas¡ a des las 
~ ­-

DELEGACIÓN EN ALMERÍA: 
Obispo Orberá, 55 bajo 
Tel.: 23 36 T7 

SEGUROS DE SALUD ~ 
Servicio de atención al cliente 24 horas: 902 200 200 
Dirección Internet: http//www.adeslas.es - Correo electrónico: adeslas@adeslas.es 

• • 


